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CAPÍTULO VIII. EL NOMBRE CIVIL1

1. Noción2

El nombre civil es el conjunto de palabras designadas a cada persona para 
distinguirla de las demás. Se trata del atributo por excelencia, pues nada 
individualiza más a un sujeto de otro que el término por el cual se le deno-
mina o determina. El nombre es pues un signo diferenciador integrado por 

1	 Véase: Pliner, Adolfo: El nombre de las personas. Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1966; Luces Gil, 
Francisco: El nombre civil de las personas naturales en el ordenamiento jurídico español. Barce-
lona, Bosch Casa Editorial S.A., 1978; Acuña Anzoreña, Arturo: Consideraciones sobre el nombre 
de las personas. Argentina, Abeledo - Perrot, 1961; Karaman Betancourt, María Petriza y María 
del Carmen Valencia Vargas: El Nombre como atributo de la Persona Humana. Bogotá, Pontificia 
Universidad Javeriana, 1984; Pioti, Celestino: El Nombre de las Personas Físicas y su relación con 
el Derecho Internacional Privado. Buenos Aires, Imprenta Univ. Córdoba, 1952; Varela Cáceres, 
Edison Lucio: La modificación del nombre propio en los niños y adolescentes. Serie Trabajos de 
Grado Nº 17. Caracas, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, 
2008: Varela Cáceres, Edison Lucio: El nombre civil y la Ley Orgánica de Registro Civil. En: Revista 
de Derecho Nº 33, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2010, pp. 249-303; Spósito Contreras, 
Emilio: Notas sobre la evolución del nombre civil. En Revista de Derecho, número 35. Tribunal 
Supremo de Justicia. Caracas 2014, T. I, pp. 21-32; Correa Aponte, Teodoro: El nombre de la perso-
na física en el Derecho Civil Venezolano. Valencia-Venezuela-Caracas, Vadell Hermanos Editores, 
2002; Oyarzábal, Mario J.A.: El nombre y la protección de la identidad de las personas. Cuestiones 
de Derecho Internacional Público y Privado. En: Studia Iuris Ciivilis. Libro Homenaje a Gert F. 
Kummerow Aigster. Colección Libros Homenaje Nº 16. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 
Fernando Parra Aranguren Editor, 2004, pp. 459-478; Hernández-Bretón, Eugenio: El nombre civil 
y el sexo de las personas en el Derecho Internacional Privado venezolano. En: Libro Homenaje a 
José Luis Aguilar Gorrondona. Colección Libros Homenaje Nº 5. Caracas, Tribunal Supremo de 
Justicia, Fernando Parra Aranguren Editor, 2002, Tomo I, pp. 597-618; Parra Aranguren, Gonzalo: 
Los derechos de la personalidad y el cambio voluntario de nombre civil en el derecho internacional 
privado venezolano. En: Revista de la Facultad de Derecho Nº 24, Caracas, Universidad Católica 
Andrés Bello, 1976-77, pp. 43-96; Dávila Barón, Héctor: El nombre y su rectificación. En: Revista 
del Consejo de la Judicatura, enero-marzo 1979, año III, pp. 53-57; Domínguez Guillén, María Can-
delaria: El nombre civil. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 118, Caracas, 
Universidad Central de Venezuela, 2000, pp. 201-269 (También en: Domínguez Guillén, Ensayos…, 
pp. 535-613); Domínguez Guillén, María Candelaria: El nombre civil en el Derecho venezolano. En: 
Revista de Derecho de Familia y de las Personas. La Ley, Argentina, Año IV, Nº 9, Octubre 2012, pp. 
226- 260; Martínez Gabourel, Jorge Fernando: Los nombres de las personas naturales en el Registro 
Civil. En: http://www.monografias.com/trabajos24/los-nombres/los-nombres.shtml (Honduras); 
Lastra Lastra, José Manuel: Nombre civil y nombre comercial. Instituto de Investigaciones Jurídi-
cas UNAM, pp. 35-61, www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/facdermx/.../dtr3.pdf; Aguilar 
Gorrondona, Derecho…, pp. 159-177; Hung Vaillant, Derecho…, pp. 189-210; Graterón Garrido, 
ob. cit., pp. 77-87; La Roche, ob. cit., pp. 241-249; Contreras Briceño, ob. cit., pp. 135-156; Ochoa 
Gómez, Derecho…, pp. 235-258; Marín Echeverría, ob. cit., pp. 46-68; Zerpa, Derecho…, pp. 77-87; 
Peñaranda Quintero, ob. cit., pp. 223-234; Rodríguez, ob. cit., pp. 149-166; Calvo Baca, ob. cit., pp. 
22 y 23; Poles de Graciotti y otros, ob. cit., pp. 119-132; Gil Ibañez, José Luis: Los apellidos en la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. En: Notario del siglo XXI, Revista on 
line del Colegio Notarial de Madrid Nº 47, enero-febrero 2013, http://www.elnotario.es/index.php/
hemeroteca/revista-47/opinion/opinion/165-menores-de-edad-hasta-cuando-0-3123530236187885; 
Álvarez González, Santiago y María Paz García Rubio: El nombre de las personas físicas. En: Tra-
tado de Derecho de la persona física, Civitas /Thomsom Reuters (Direct M. Gete-Alonso y Calera/ 
Coord. J. Sole Resina), España, 2013, T. I, pp. 469-521.

2	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 537 y 538.
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palabras, conformadas por prenombre y apellidos, en virtud de las cuales el 
sujeto adquiere determinación e individualidad3.

La importancia del nombre supera el ámbito jurídico, pues su trascendencia 
se hace presente en cada día de nuestra vida4 y más allá de ésta, pues después 
de la muerte, la única forma de evocar nuestra personalidad pretérita es a 
través de la mención del nombre.

El nombre es en definitiva, el atributo que mejor individualiza al ser, ni 
siquiera la referencia al número de identidad, logra desplazar en su esencia 
a un conjunto de palabras que se adhieren a la persona desde el inicio de su 
existencia y la acompañan perpetuamente en su tránsito jurídico y en el que-
hacer de su vida, confiriéndole un sentido único de pertenencia.

2. Antecedentes5

La utilización de una palabra para distinguir unas personas de otras, así como 
las cosas, constituye una necesidad de lenguaje tan antigua como la historia 
misma de la humanidad. Pues desde el inicio del tiempo el hombre sintió la ne-
cesidad de comunicarse y con el surgió la palabra y el lenguaje. En lo atinente 
al nombre, en un principio, era suficiente una palabra para distinguir al sujeto, 
pero con el devenir del tiempo y el aumento de la población, un solo término 
fue insuficiente, y tuvo que acudirse a otra palabra adicional diferenciadora, 
que generalmente hacía referencia al origen, lugar, características o referencia 
familiar, que fue el origen de los apellidos. Posteriormente, con la institución 
del Registro del Estado Civil el instituto del nombre adquiere mayor relevancia, 
por razones obvias, dada la regularidad que se impone respecto del instituto.

3. Naturaleza jurídica6

Para explicar la naturaleza del nombre los autores se pasean por distintas 
posturas, a fin de ubicar el mismo en alguna figura o instituto jurídico 
preestablecido.

3	 Véase: Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circuns-
cripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 10-8-09, Exp. 43.790, http://jca.tsj.gov.
ve/decisiones/2009/agosto/2116-10-AH11-F-2006-000012(43790)-.html el nombre civil de las per-
sonas naturales, es el apelativo, oral o gráfico que conforme al derecho; corresponde utilizar para 
designar a dichas personas (en el mismo sentido: Juzgado Primero de los Municipios Maturín, 
Aguasay, Santa Bárbara y Ezequiel Zamora de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas, 
Sent. 30-4-10, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2010/abril/1702-30-10233-099.html); Bianca, ob. cit., 
p. 189, el nombre es el apelativo que identifica socialmente a la persona. 

4	 Así nos refiere un poema de Nicolás Guillén titulado “el apellido”: “Desde la escuela y aún antes… 
Desde el alba, cuando apenas era una brizna yo de sueño y llanto, desde entonces me dijeron mi 
nombre. Un santo y seña para poder hablar con las estrellas. Tú te llamas, te llamarás… Y luego me 
entregaron esto que veis escrito en mi tarjeta, esto que pongo al pie de mis poemas: las trece letras que 
llevo a cuestas por la calle, que siempre van conmigo a todas partes. ¿Es mi nombre, estáis ciertos?…” 
(Guillén, Nicolás: Las grandes elegías y otros poemas. Caracas, Biblioteca Ayacucho, 1984, p. 18). 

5	 Véase: Spósito Contreras, Notas…, pp. 21-32; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 538-540; 
Luces Gil, ob. cit., pp. 21 y ss.; Rogel Vide, Estudios…, p. 77; Centone, Francesco: Il Diritto al Nome. 
Cittá Di Castello, Societá An. Tipografica “Leonardo Da Vinci”, 1928, pp. 5 y ss.; Lastra Lastra, 
ob. cit., pp. 35-39; La Roche, ob. cit., pp. 241 y 242; Álvarez González y García Rubio, ob. cit., p. 
484, históricamente se pasa de un elemento a dos a objeto de minimizar la homonimia. 

 6	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 540-544; Varela Cáceres, La modificación…, pp. 22-31; 
Ochoa Gómez, Derecho…, pp. 238-241.
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Algunos lo han asociado al Derecho Público, siendo una forma de designa-
ción obligatoria de las personas que interesa al Estado7, lo que ha sido criti-
cado por considerar que reduce la función del nombre a un mero elemento o 
instrumento de clasificación8. Otros admiten que aunque el nombre presente 
aspectos de interés general la adopción de una postura mixta supone un 
choque de normas de derecho público y derecho privado9. Borda pretende 
conciliar ambas posiciones al indicar que el nombre es a la vez un derecho 
de la personalidad y una institución de policía civil10. Por ello, indica Ghersi 
que en la legislación argentina “toda persona tiene el derecho y el deber de 
usar el nombre”11. Otros autores por su parte, consideran al nombre como 
una institución particular con características especiales12; una institución 
jurídica sui generis.13 Mantilla refiere que el derecho a un nombre de pila y a 
un apellido es simultáneamente un derecho o atributo de la personalidad y 
un derecho de familia14.

Quienes lo ubican como un instituto de Derecho Privado, descartan por sus 
características que configure una suerte de derecho de propiedad, por lo que 
la doctrina mayoritaria ve al nombre como un derecho de la personalidad15.

 7	 Véase: Planiol y Ripert, Derecho Civil…, p. 67.
 8	 Orgaz, ob. cit., pp. 217 y 218.
 9	 Idem.
10	Borda, Guillermo, ob. cit., p. 180; Lete del Río, ob. cit., p. 236, confluye un interés privado y un 

interés público.
11	Ghersi, ob. cit., p. 146; Moisset de Espanés, Luis: El apellido de la mujer casada y la declaración 

de ausencia con presunción de fallecimiento, www.acader.unc.edu.ar/artausencia1.pdf, pp. 2 y 3 
(agrega que en la ley argentina “toda persona tiene el derecho y el deber de usar el nombre”. Véase 
como un derecho y obligación: Marín Pérez, ob. cit., p. 114.

12	Véase ubicando al nombre como institución especial: Aguilar Benítez y otros, ob. cit., p. 42: en 
realidad es el nombre una institución compleja, híbrida, al servicio de diversos objetivos, en la 
que se mezclan diferentes aspectos y se hacen sentir plurales intereses. Tiene el nombre una 
dimensión privada, civil, personal, muy importante, pero también posee un componente públi-
co, administrativo, penal. Merece el nombre la consideración de derecho-deber; derecho de uso 
exclusivo, oponible frente a los demás, que han de respetarlo, y obligación impuesta con carácter 
general por el Estado, cuya infracción se sanciona penalmente. Estamos ante una materia en la 
que diferentes intereses se involucran: el interés de la persona designada por un nombre que la 
individualiza y es emanación y reflejo de su personalidad; el interés familiar, en la medida en 
que el nombre suele expresar o traducir una relación familiar y aparece en estrecha vinculación 
con el estado civil; y el interés del Estado, pues el nombre permite identificar a los ciudadanos.

13	Véase: Acuña Anzoreña, ob. cit., p. 31.
14	Mantilla Rey, Ramón: Recapitulación de Derecho Internacional Privado. Colombia, Universidad 

Nacional de Colombia, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas y Sociales, 1996, p. 82.
15	Véase ubicando al nombre como un derecho de la personalidad: Castán Tobeñas, ob. cit., Tomo I, 

Vol. I, p. 119; Puig Peña, ob. cit., p. 322: García Amigo, ob. cit., p. 313; Lehmann Heinrich: Tratado 
de Derecho Civil. Madrid, edit. Revista de Derecho Privado, 1956, Vol. I., Trad. José María Navas, 
p. 614. En el ámbito nacional, véase siguiendo esta posición: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 
151; Contreras Briceño, ob. cit., p. 135; Marín Echeverría, ob. cit., p. 55; Hung Vaillant, Derecho…, 
p. 170; La Roche, ob. cit., p. 248; Varela Cáceres, La modificación…, pp. 26-31; Varela Cáceres, El 
nombre…, pp. 252-254; Correa Aponte, ob. cit., p. 105. Otros autores tratan el tema del nombre 
dentro de los derechos de la personalidad, véase entre otros: Lete del Río, ob. cit., p. 236; Diez-
Picazo y Gullón, ob. cit., Vol. I, p. 362; Albaladejo, ob. cit., Vol. II, p. 50.
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Finalmente, un sector de la doctrina al cual nos adherimos, considera al 
nombre como un atributo de la persona16. Refiere acertadamente Bonnecase 
en este sentido: “Al hacer del nombre un atributo esencial de la personalidad, 
se obtienen resultados mucho más satisfactorios”17.

Ya vimos, la definición de “atributos” y su diferencia con los derechos de la 
personalidad18, en el que se ubica “el derecho a la identidad”, dentro del cual 
ocupa un sitial importante la referencia al nombre, pero sin perder su condición 
de atributo, pues ciertamente el nombre no agota el contenido de este derecho, 
que se presenta amplio en contenido, integrado por una parte estática y otra 
dinámica.19 Esto es, el nombre no se configura como un derecho autónomo de 
la personalidad, pues su referencia se encuentra incluida en el estudio del dere-
cho a la identidad. El nombre es el atributo por excelencia. Y como bien afirma 
Carrasco Perera el nombre, más que un derecho, es un atributo identificador 
de la persona20. Nuestra jurisprudencia también ha indicado que efectivamen-
te “el nombre constituye el atributo más importante de la personalidad”21.

4. Funciones22

Pliner resumió las funciones esenciales del nombre en las siguientes:

16	Véase en este sentido: Pliner, ob. cit., pp. 135 y 136, el nombre es un instituto de derecho privado 
y es en esencia un atributo de la persona; Cifuentes, ob. cit., p. 107; Carrasco Perera, ob. cit., p. 96; 
Baqueiro y Buenrostro, Derecho Civil…, p. 167; Naranjo Ochoa, ob. cit., p. 144, indica que la doctrina 
moderna entra a considerarlo como un atributo de la personalidad. Vale citar igualmente a Pliner, 
ob. cit., pp. 136 y 137. Véase también in totum: Karaman Betancourt y Valencia Vargas, ob. cit., 
cuyo título “El Nombre como atributo de la Persona Humana”, denota la posición de las autoras.

17	Bonnecase, ob. cit., p. 131.
18	Véase supra Capítulo VII. Véase también reseñándolo como “atributo”: Spósito Contreras, Notas…, 

p. 22.
19	Sobre el derecho a la identidad, véase infra Capítulo XIII.3.1.
20	Véase: Carrasco Perera, ob. cit., p. 96, el nombre, más que un derecho, es un atributo identifica-

dor de la persona, sobre el cual ésta no dispone ningún derecho de exclusiva, pues no podemos 
impedir que un tercero use, incluso al margen de su filiación, un nombre idéntico al nuestro. 
Sólo en el campo de la propiedad intelectual y el derecho de competencia mercantil encuentra 
apoyo el derecho de exclusiva del nombre y no precisamente como faceta de un derecho de la 
personalidad, sino como instrumento de defensa de la lealtad en las prácticas de mercado, para 
evitar la apropiación de la fama ajena o la confusión. 

21	Véase: Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción 
Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 17-2-10, Exp. 09-10331, http://trujillo.tsj.gov.ve/
decisiones/2010/febrero/2139-17-10331-.html “se considera el nombre como el atributo más im-
portante de la personalidad…”; Sala de Apelaciones Nº 1 de la Corte Superior del Circuito Judicial 
de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 
de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, Sent. 8-11-07, Exp. AP51-R-2007-014558, http://
falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2007/noviembre/2093-8-AP51-R-2007-014558-AZ512007000176.html; 
Circuito de Protección del Niño y del Adolescente Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 
de Caracas Sala de Juicio XIV, Sent. 8-10-08, Exp. AP51-V-2008-015768, http://corte-marcial.tsj.
gov.ve/decisiones/2008/octubre/2089-14-AP51-V-2008-015768-PJ0292008001063.html ; Juzgado 
Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial 
del Estado Miranda, Sent. 28-10-05, Exp. 23.659, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2005/octu-
bre/101-28-23.659-.html “la doctrina ha referido que dado que el nombre es el atributo individua-
lizador por excelencia de la persona…”

22	Véase: Pliner, ob. cit., pp. 85-96; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 540-544; Juzgado del Municipio 
Andrés Bello de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 8-2-11, Exp. 2010-685 http://
miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/febrero/118-8-2010-685-.html.
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4.1. Instrumento de individualización
El nombre por definición es el atributo individualizador por excelencia. Su 
principal función y esencia es individualizar, determinar, precisar mediante 
palabras al ser humano. Ningún otro atributo cumple con tal objeto en una for-
ma tan evidente; su función ni siquiera es desplazada por el número de identi-
dad porque la identificación del ser con un número tiene orígenes poco gratos, 
amén que presenta mayor significación personal ser distinguido por palabras 
que por números23. Se ha dicho con razón en atención a la dignidad que recla-
ma la persona que “a nadie se le debe cambiar su nombre por un número”24.

En acertada expresión de Pliner sin el nombre las relaciones jurídicas se 
“perderían en la nebulosa de la indeterminación”. Un agregado numeroso de 
hombres, donde no fuere posible diferenciar a los unos de los otros distin-
guiendo a cada individuo, no sería un grupo social sino una masa amorfa. Si 
en cambio, cada uno está provisto de un signo que lo destaca de los demás, 
cada hombre deja de ser una mera unidad indiferenciada de la especie para 
convertirse en un individuo determinado, de quien se puede predicar cualida-
des o a quien es posible imputar conductas. La designación individualizadora 
ha obrado el milagro de transformar un ser sin significación personal, una 
unidad fungible, en un sujeto de relevancia jurídica. La individualización 
permite que cada hombre sienta plenamente su “yo” personal, y que los de-
más se lo reconozcan, posibilitando el desarrollo de su personalidad. Una vez 
señalado, “aislado” en el grupo, el individuo cobra vida propia, autónoma, y 
emprende la ruta de su realización personal25.

4.2. Medio de identificación 
La individualización se traduce en la determinación o precisión del sujeto en 
tanto que la identificación alude a la prueba de esa identidad. En efecto, indivi-
dualizar es señalar o determinar a una persona por sus características particu-
lares para distinguir unas de otras. Identificar, en cambio, es verificar la identi-
dad, es decir, comprobar o acreditar si una persona es la misma que se supone 
o busca26. La identificación permite acreditar si una persona es quien dice ser. 

23	Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 19, nota 16, el número de identidad, con antiguos precedentes en la 
Milicia, constituye una de las menciones de identidad y es indudable que ello puede ser de gran 
utilidad en la esfera administrativa. Pero la individualización humana a través de un número, 
por eficaz y útil que sea, no deja de parecernos masificadora y poco grata (quizá por la evocación 
inevitable de los reclusos uniformados y numerados de los antiguos sistemas penitenciarios). 
El número personal de identidad tan sólo es tolerable como instrumento complementario de 
individualización, pero no puede sustituir al nombre; Álvarez González y García Rubio, ob. cit., 
p. 474, la dimensión más evidente del nombre es la identificación de la persona. 

24	Schmidt, La persona…, p. 602.
25	Véase: Pliner, ob. cit., pp. 85 y 86. Véase también: ibid., p. 15, La vida de relación presupone la 

actuación del hombre individualizado, no anónimo.
26	Luces Gil, ob. cit., pp. 13 y 14, los principales sistemas de identificación de las personas son el an-

tropométrico y el dactiloscópico. El primero consiste en reseñar y comprobar una serie de medidas 
corporales caracterizadas por su invariabilidad (como la talla, las dimensiones de la cabeza y de 
las extremidades, etc.) lo que, unido a la descripción de las señales peculiares del aspecto físico 
del individuo pueden permitir la identificación de las personas adultas con bastante seguridad. El 
método dactiloscópico (fundado por Galton) se basa en la inalterabilidad de los surcos papilares de 
los dedos de las manos y en la circunstancia de que son distintos e irrepetibles en cada individuo 
de la especie humana.
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Todos los medios de identificación27, como la partida de nacimiento, la cédu-
la de identidad28, y el pasaporte29, tienen una obvia referencia al nombre civil30, 
amén que puedan contener otros complementos adicionales como el dactilos-
cópico o fotográfico. Ningún instrumento de identificación podría prescindir 
del nombre. En caso de homonimia (sujetos que presentan el mismo nombre) 
no se pierde el sentido individualizador del nombre porque la confusión se 
reducirá a los homónimos y será resuelta por otros atributos o datos al efecto31.

4.3. Indicativo del estado32

Del nombre civil, específicamente del apellido se denota generalmente33 el 
estado filiatorio, esto es dado el orden de los apellidos se evidencia la línea 
paterna y de seguidas materna. En efecto, de los apellidos de la persona se 
evidencia su vinculación a la familia a la cual pertenece, y su relevancia prác-
tica y jurídica es evidente, no obstante lo común de ciertos apellidos.

Pliner comenta que sin embargo, no debe exagerarse la presente función 
porque –según referimos– al principio del tiempo una sola palabra con 
prescindencia de lo que posteriormente sería el apellido lograba la función 
identificativa del nombre.34 Ciertamente, veremos que la determinación del 
apellido viene dada en función de la filiación paterna y materna.

27	Véase sobre “los documentos de identidad y la prueba del nombre civil”: Varela Cáceres, El nom-
bre…, pp. 286-293, incluye: el certificado de nacimiento, la partida de nacimiento, la cédula de 
identidad y el pasaporte. 

28	Véase: Decreto Nº 1.412, mediante el cual se dicta el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
de Reforma de la Ley Orgánica de Identificación (GO Nº 6.155 Extraordinario de 19-12-14), art. 
3, ubica como documentos de identificación la partida de nacimiento y la cédula de identidad: 
Pérez Luciani, Gonzalo: Vigencia temporal de la cédula de identidad. En. Revista de Derecho Nº 
2. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2000, pp. 169-176.

29	Véase: Ley Orgánica de Identificación, art. 8, respecto de los extranjeros. 
30	Véase: Ley Orgánica de Identificación, art. 84 “Son elementos básicos de la identificación de los 

ciudadanos y ciudadanas: sus nombres, sexo, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento, los dibujos 
de sus crestas dactilares y cualquier otro medio de identificación” (Destacado nuestro).

31	Pliner, ob. cit., pp. 87 y 88, La eficacia individualizadora del nombre no se pierde en los casos de 
homonimia, pues las personas que llevan el mismo nombre, no han quedado sin individualización, 
puesto que se distinguen de todos los demás y la confusión se limita a los homónimos, con lo que 
el problema se circunscribe a lograr una mejor individualización. En tanto, la cuestión de saber 
si quien porta un nombre sea realmente su titular es un problema que escapa al instituto que 
estudiamos. 

32	Cabe referirnos simplemente al nombre como “indicativo del estado” porque el estado familiar 
incluye al filiatorio y al derivado de matrimonio. Véase sin embargo: Pliner, ob. cit., p. 90, alu-
diendo a “indicativo de la filiación y del estado”. 

33	Aludimos a “generalmente” porque en casos excepcionales en que según veremos infra la filiación 
no está legalmente establecida el apellido no será indicativo del estado. De hecho veremos que la 
filiación puede ser establecida a posteriori y el hijo conservar sus apellidos originales. 

34	Véase: ibid., pp. 90 y 91, no puede discutirse la verdad de que la enunciación del nombre completo 
de una persona comprende la indicación de la familia que compone el apellido. Pero se olvida 
que no es ésta la esencia del nombre, cuya creación tiene por fin individualizar. Cuando la forma 
de la denominación humana se reducía a un solo elemento, la función que se le atribuye fuera de 
individualización era imposible, y sin embargo, el nombre llenaba el propósito para el cual había 
sido instituido. Claro está, por la fuerza de las cosas, el apellido oficia de factor denunciante de 
una vinculación familiar. 
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Como bien indica Pliner desde un punto de vista estricto no se debe exa-
gerar la importancia de esta característica del nombre porque en los orígenes 
de la institución la precisión se lograba igualmente con la referencia a un 
solo elemento, correspondiente hoy al nombre de pila. También aclara el 
autor que el apellido no debe verse como una carga negativa o positiva para 
quien lo lleva pues es el propio sujeto quien en definitiva le imprime vida y 
personalidad a su nombre35.

Cabe también referir que el apellido podría si así lo decide la mujer casada 
ser indicativo de dicho estado matrimonial, pero en tal caso debería estar 
precedido por la partícula “de” a fin de reflejar el mismo y no crear confusión 
con el estado filiatorio36.

4.4. Indicativo del sexo
El elemento del prenombre o nombre de pila entre una de sus funciones 
primarias, incluye denotar el sexo o género de su portador. No faltará quien 
indique que tal función es intrascendente dada la igualdad de género, pero 
lo cierto es que la referencia al sexo sigue siendo en algunos casos jurídica, 
social y psicológicamente importante. De allí la relevancia que ello se proyecte 
en uno de los elementos del nombre civil. 

Se trata para algunos de un aspecto relativo a la reglamentación del ins-
tituto37, aunque no debe desestimarse que una función del prenombre sea 
denotar el sexo del portador, pues es lógico que no debe imponerse nombre 
de varón a una hembra ni viceversa. Sin embargo, los nombres “neutros” que 
no se identifican con un sexo en particular y por ende valen para cualquier de 
ellos, son comunes y válidos en nuestro ordenamiento. No obstante que Pliner 
indica que deberían estar acompañados o precedidos por uno que indique in-
equívocamente el sexo38. La doctrina indica que se debe excluir el empleo de 
vocablos que puedan inducir a confusión sobre el sexo de la persona39. En el 
ordenamiento venezolano la selección del nombre civil está guiada por criterios 
de libertad, pero cabe recordar que ello no autoriza supuestos contrarios a la 
propia esencia y función del instituto, por lo que si bien se acepta la existencia 
de nombres neutros que no estén acompañados por un nombre que revele el 
sexo de la persona, lo que debe rechazarse –a pesar de la amplitud de nuestro 
medio– es la imposición de un nombre que ciertamente no se corresponda 
con el sexo de la persona. Esto último en atención a la naturaleza del instituto 

35	Véase infra VIII. 4.5. 
36	Véase infra VIII. 8.
37	Ibid., p. 92, la necesidad de llevar un prenombre de acuerdo con el sexo de la persona pertenece 

a la reglamentación del instituto más que a su teoría general.
38	Véase: ibid., pp. 214 y 215, los prenombres, que podríamos llamar neutros, pues convienen a 

ambos sexos, tales como Carmen, Natividad, Asunción, no deberían ser nunca impuestos solos, 
sino acompañados –o más bien precedidos– de otro nombre de pila que denuncie inequívoca-
mente el sexo de su portador. Tal caso debe distinguirse de otro supuesto que combina nombres 
de distinto sexo si el primero se corresponde con el portador, como José María, Carlos María, José 
del Carmen, etc., como nombres de varón y María José como prenombre de mujer. 

39	Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 244; Lete del Río, ob. cit., p. 239, no se podrá poner Carlos a una mujer 
o el de Ana a un hombre.
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y en razón de la dignidad y respeto que merece toda persona humana. En 
tal supuesto, aunque ello ya había sido adelantado por la doctrina, se prevé 
expresamente la posibilidad de cambio en el artículo 146 de la Ley Orgánica 
de Registro Civil (LORC), cuando el nombre “…no se corresponda con su gé-
nero…”. No creemos que la LORC prohíba los nombres neutros sino aquellos 
contrarios al género o sexo de la persona40.

4.5. Signo relevante de la personalidad 41

“La gloria, la fama, la celebridad, así como la repulsa social, el oprobio y el 
deshonor, transitan por el mundo y por la historia en alas o a horcajadas del 
nombre, que es la personalidad misma en su transcendencia ética y jurídica.” 42 
La anterior reflexión hermosamente descrita por Pliner ofrece una clara idea 
de la trascendencia del nombre y su proyección en cuanto a la personalidad. 
Somos nuestro nombre porque éste es la forma más efectiva de hacernos 
presentes en cualquier tiempo. 

En efecto, en un doble sentido, el nombre indica personalidad, primero 
porque es signo de personalidad jurídica como atributo, pero también porque 
en un sentido práctico y social, es un vocativo que en pocas palabras tiene 
la importante característica de proyectar la personalidad del sujeto en toda 
su esencia y extensión. Cuando no se conoce el nombre de una persona nos 
vemos obligados a describirla en todas sus características físicas y psicológi-
cas; mientras que con solo mentar a un sujeto lo hacemos presente instantá-
neamente con todas esas características43 . En ocasiones la sola mención del 
nombre produce un retrato imaginario del ser nombrado que logra producir 
una sensación agradable o desagradable en el auditorio o en los oyentes, según 
la “personalidad” del sujeto. Y ello es simplemente producto de que el nombre 
es la persona misma en toda su dimensión; al punto que se asocia tanto el 
nombre al ser, que cuando conocemos a otra persona con el mismo nombre 
y distintas características nos atrevemos a decir o pensar que la misma no se 
corresponde con su nombre; a veces se utiliza la expresión que se tiene un 
“buen nombre” no para referirse propiamente al atributo sino como sinónimo 
de buena reputación, lo que denota sobremanera la inmanencia y confusión 
entre el nombre y la personalidad misma. La belleza de un nombre no depende 
en infinitas ocasiones de la composición de sus palabras sino de la personali-
dad que evoca, lo que confirma la fusión entre persona y nombre; es nuestra 
personalidad la que colorea al nombre y no viceversa44. Es imposible olvidar 

40	Véase en sentido contrario: Varela Cáceres, El nombre…, p. 259, “surgirían de esta máxima las 
siguientes prohibiciones en la escogencia: …b) Palabras que inducen al error en el sexo del evo-
cado…”.

41	Véase: Pliner, ob. cit., pp. 92-95; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 551.553; Karaman Betancourt 
y Valencia Vargas, ob. cit., pp. 85-87; Lete del Río, ob. cit., p. 236, el nombre no sólo es un signo 
o distintivo de la persona, sino que también es un reflejo de la propia personalidad. 

42	Pliner, ob. cit., p. 94.
43	Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 17, con la simple mención del nombre es suficiente por lo general, 

para individualizar y designar ilustrativamente a la persona.
44	Véase: Spósito Contreras, Notas…, p. 32, “el hombre labra el significado de su nombre y no al 

contrario”.
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el nombre de los seres amados porque ello sería como hacer desaparecer la 
persona de nuestro afecto.

Nombre y personalidad son inescindibles, aunque aclara Pliner que indu-
dablemente el nombre pueda estar marcado por los recuerdos que impone 
la realidad de la filiación, pero que el nombre es independiente de ésta45. El 
nombre es pues el atributo más importante y fascinante del ser humano en 
gran medida porque constituye un reflejo de su propia personalidad.

5. Caracteres46

El nombre civil presenta algunos caracteres comunes con los atributos de la 
personalidad, dado que es uno de estos. Se dice que se trata de una figura o 
institución de orden público, esto es, sustraído de la autonomía de la voluntad 
(CC, art. 6), de lo cual se deriva, que es necesario, obligatorio, indisponible, 
intransmisible, inalienable, inembargable, no susceptible de valoración econó-
mica, vitalicio, imprescriptible y en principio inmutable. Pues la posibilidad 
excepcional de cambio que admite la ley generalmente está asociada a supues-
tos de afectación de la dignidad (LORC, artículo 146), lo que anteriormente 
ya había sido reconocido por la doctrina47.

A lo anterior se agrega que el nombre civil es erga omnes porque se hace 
valer frente a todos y no inter partes; general porque rige a la generalidad de 
los actos jurídicos donde no tenga cabida otro medio de identificación como 
el seudónimo; artificial porque se trata de un término convencional para 
identificar cuyo significado semántico puede no corresponder con el sentido 
real; sintético o abreviado porque está integrado por un número reducido 
de palabras a los fines de su sencilla evocación y uso; inseparable, porque es 
inescindible de la persona y la acompaña a su paso.

6. Elementos48

Desde el punto de vista técnico jurídico, el nombre de pila se compone de dos 
(2) elementos esenciales49, a saber, prenombre, nombre propio o nombre de 

45	Pliner, ob. cit., pp. 92-95, Esto no significa que el apellido se transmita con una carga de presti-
gio o de vergüenza. El nombre es el vehículo de trascendencia de los actos personales que solo 
benefician o perjudican a su autor. Claro está que “despertará recuerdos”, pero esos recuerdos 
sólo podrán decir que una determinada persona es hija o nieta de una prócer o de un asesino, y 
eso no es imputable al nombre sino a la realidad de la filiación. Si el descendiente cambiase de 
apellido para escapar a esos molestos “recuerdos”, no faltará alguien, con poca claridad pero con 
buena memoria, que los despierte, y esos recuerdos se adherirán al nuevo apellido frustrando la 
huida de una historia que se ha querido olvidar.

46	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 553-558; Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 169 y 170; 
La Roche, ob. cit., p. 249; Marín Echeverría, ob. cit., pp. 55 y 56; Hung Vaillant, Derecho…, pp. 
128-130. Véase con relación al nombre propio: Varela Cáceres, La modificación…, pp. 31-36.

47	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos… , pp. 554-556.
48	Véase: ibid., pp. 558-563; Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 160-162; La Roche, ob. cit., pp. 242 

y 243; Contreras, ob. cit., p. 140; Marín Echeverría, ob. cit., pp. 48-51; Hung Vaillant, Derecho…, 
pp. 197 y 198.

49	Como elementos accidentales se citan aquellos que pretenden evitar la homonimia, aunque ésta 
se disminuiría con la utilización del nombre completo. Entre los accidentales se citan: senior 
(mayor) y junior (menor), padre e hijo. Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 563.
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pila50 y apellidos, nombre de familia o patronímico51. Aunque para algunos el 
apellido sea de mayor valor52, lo cierto es que ambos elementos son idénticos 
en importancia pues sólo la unión de ambos logra la óptima individualización 
del sujeto53. Diversos instrumentos jurídicos aluden al nombre civil54. 

 Indicó la Sala Constitucional de nuestro Máximo Tribunal: “Este derecho 
–identidad– lleva aparejado el derecho al nombre el cual se encuentra con-
figurado por dos elementos, el nombre de pila y el apellido de los padres, el 
primero es disponible por sus representantes, ya que son éstos los que esta-
blecen el nombre ante las autoridades civiles correspondientes, no obstante, el 
nombre de familia o apellido, es el que tiene un arraigo histórico y generacio-
nal, ya que éste es el único que legalmente se transmite sucesivamente a sus 
descendientes, siendo el mismo únicamente mutable por vía de declaración 
judicial”55. El prenombre o nombre de pila es la palabra56 que suele identificar 
a un miembro de la misma familia57. Su utilización es frecuente en círculos 
familiares o de confianza. Toda persona ha de tener por lo menos un nombre 
de pila, aunque el artículo 93 eiusdem (anterior art. 466 del CC), numeral 4 
de la LORC se refiere a “nombres” en plural, al señalar “además de las carac-
terísticas generales”, entre otras menciones que deberá contener toda acta de 

50	La expresión deriva de su evocación a la “pila baustimal” (Cifuentes, ob. cit., p. 148).
51	Véase: Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circuns-

cripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 10-8-09, Exp. 43.790, http://jca.tsj.gov.ve/
decisiones/2009/agosto/2116-10-AH11-F-2006-000012(43790)-.html los elementos de éste a menos 
dentro de las sociedades occidentales contemporáneas; son en principio el nombre patronímico 
y el nombre de pila.

52	Véase: Planiol y Ripert, Tratado..., p. 89; Carbonnier, ob. cit., p. 247.
53	Véase: Pliner, ob. cit., pp. 78 y 79. Prenombre y apellido funcionan como una suerte de sistema 

de abscisas y coordenadas que ubican un punto –la persona– en el plano de la sociedad. Sin el 
apellido, el prenombre sólo dejará confundido al sujeto que lo lleva, en tanto que el apellido sola-
mente señalará a un extenso número de personas que pertenecen a la misma familia, cuando no 
a familias homónimas. Solamente la unión de los dos datos, en paridad de jerarquía funcional, 
históricamente comprobada, constituye el signo personal diferenciador. Sólo en pequeños grupos 
(alumnos, profesores, club) es suficiente uno de ellos únicamente. Es la reunión del apellido y 
del prenombre que lo compone una designación individual más o menos libre de incertidumbre; 
Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Área 
Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, Sent. 20-7-09, http://cfr.tsj.gov.
ve/decisiones/2009/julio/2094-20-AP51-R-2006-014041-AZ522009000125.html.

54	Véase: art. 18, Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, 
art 18, que indica “ Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres 
o al de uno de ellos...”; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 24.2, “Todo niño 
será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un nombre”; (idem, art. 7.1, 
Convención sobre los Derecho del Niño); Declaración sobre los Derechos del Niño, art. 3; Cons-
titución de la República Bolivariana de Venezuela, art. 56, que toda persona tiene derecho a un 
nombre propio, al apellido del padre y al de la madre (Véase: http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
junio/1321-28-6120-20.html); LOPNNA, art. 16; LORC, art. 93, num 4. 

55	Véase: TSJ/SConst., Sent. 1443 de 14-8-08. 
56	Sobre las palabras que se pueden utilizar en el ordenamiento venezolano como nombre de pila, 

véase infra 7.1. en este Capítulo.
57	Véase: López Alarcón, Mariano: Influencia canónica en la regulación jurídica del nombre propio. 

En: Estudios de Derecho Civil en honor al profesor Batle Vázquez. Madrid, edit. Revista de De-
recho Privado, Editoriales de Derecho Reunidas, 1978, pp. 423 y 424, el nombre de pila como 
signo distintivo ha tenido una importancia variable en la historia; el cristianismo influyó en la 
revalorización del nombre. 
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nacimiento; así como el artículo 91 de la eiusdem alude a “dos nombres” que 
deberá imponer el funcionario en caso de niños dejados en lugar público o 
privado. No obstante, si bien la existencia de dos (2) nombres de pila optimiza 
la individualización, pareciera exagerado pretender su imposición jurídica58. 

Por su parte, el apellido o nombre patronímico, viene dado por las palabras 
que indican la pertenencia a determinada familia; al menos en principio, dada 
la posibilidad excepcional de que el apellido no sea indicativo del estado en 
caso de filiación no establecida. La determinación originaria del apellido se 
deriva pues de la filiación.59 Por lo que serían excepcionales los casos donde 
se podrían inventar nuevos apellidos y se vería reducido al supuesto del art. 
91 de la Ley Orgánica de Registro Civil (239 CC y anterior 469 CC) si el funcio-
nario no selecciona un apellido ya existente, invención que a nuestro criterio 
debería evitarse a fin de utilizar un apellido de uso común que no propicie 
incomodidad en su portador60. Vale recordar que los apellidos surgieron como 
necesidad de mayor individualización que hacía referencia a cierta caracterís-
tica del sujeto, lo cual ha permitido clasificar los mismos en: Toponímicos: 
si provienen de lugares o fenómenos naturales (Toledo, Navarra, Astorga, 
Madrid, Trujillo, Valle, Arroyo, Montañés, Arena, Ríos, Canales, Lluvia, etc.); 
Patronímicos: la palabra hijo o sus equivalentes se combinan frecuentemente 
con el nombre del padre para dar lugar a un apellido (en español la partícula 
“ez” alude a “hijo de”, como Martínez es “hijo de Martín, González, Domínguez, 
Rodríguez, Fernández, etc. Lo mismo se observa en otros idiomas con las par-
tículas “filtz” –Filtzgerald–, “vich” Ivanovich, “Mac” MacDonald; Indicativos 
del oficio, ocupación o clase, (Zapatero, Herrero, Labrador, Corredor, Pintor, 
Duque, Reyes, Reyna, Conde, etc.); Los que describen peculiaridades físicas, 
de atavío o carácter: (Cortés, Bravo, Bueno, Feliz, Alegre, Galán, Blanco, 
Canoso, Bello, Feo, Rico, Negrín, Tosco, Travieso, Delgado, Barriga, Calvo, 
Buenrostro, etc.)61; referidos a cosas, animales, colores: (Mesa, Paredes, Silla, 
Puente, Pulgar, Bóveda, Batalla, Borrego, Cabra, Cerda, Lobo, Celeste, Verde, 
Canela, Rojo, Blanco; Otros apellidos que tenemos en nuestro medio, no 
obstante no tener un significado en español, lo tienen en su idioma original.

7. Determinación62

7.1. Nombre de pila
El nombre del recién nacido se lo impone generalmente el presentante63; no 
siendo determinante en principio lo indicado en el constancia médica de 
58	Amén que algunos nombres no compaginan con un segundo término a efectos de ser utilizados 

como una unidad.
59	Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 163.
60	Véase infra VIII.7.2.
61	Véase: Enciclopedia Multimedia Durvan, CD room, Durvan S.A., Micronet S.A. –buscar por nom-

bre–.
62	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 563-587; Moisset de Espané, Luis: Límites a la elección del 

nombre. Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba, pp. 1-7, www.acaderc.org.ar.
63	La doctrina anterior a la LORC (Aguilar Gorrodona, Derecho…, pp. 162 y 163) que inclusive en 

caso de niños dejados en lugar público o privado, no obstante que tal supuesto previsto en el 
artículo 91 LORC señala al referirse a nombres y apellidos la escogencia del funcionario; Juzgado 
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nacimiento64, ante el Registro Civil (LORC, art. 93, núm. 4, anteriormente CC 
art. 466). Esta última norma del Código Sustantivo preveía “Si el declarante 
no le da nombre lo hará la autoridad civil ante quien se haga la declaración”, 
pero aunque la LORC no contiene tal previsión en concordancia con el artículo 
91 que atribuye tal facultad al funcionario en caso de niños con filiación no 
establecida, se podría llegar a la misma conclusión por vía analógica65. 

Se ha sostenido tradicionalmente que es necesario obviamente al menos un 
nombre de pila, aunque la LORC en el artículo 93, núm. 4 se refiere a “nom-
bres” en plural, y el artículo 91 eiusdem (relativo a recién nacido dejado en 
lugar público o privado) alude a dos (2) nombres de pila. Si bien se considera 
útil la utilización de más de un nombre para optimizar la individualización 
entre personas con el mismo apellido,66 resulta cuestionable una imposición 
legislativa en este sentido67. Pliner considera que el prenombre no debe pasar 
de tres palabras68, y aunque la ley no impone límite, el nombre es un signo 
sintético por lo que su número de palabras no debe exceder de lo razonable. 
Si se impone más de un nombre, la lógica apunta a que su utilización debe 
tener lugar en el mismo orden de la partida de nacimiento.

Ahora bien, en cuanto a las palabras que podrían utilizarse como nombre 
de pila, la ley no impone restricciones expresas al respecto, lo que ha llevado 
a algunos a sostener una amplia libertad69. De allí que en nuestro medio, cabe: 
inventar nombres (mezclar sílabas de los nombres de familiares)70, variar la 

Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial 
del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 10-8-09, Exp. 43.790, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2009/
agosto/2116-10-AH11-F-2006-000012(43790)-.html; dicha determinación la hace en principio el pre-
sentante del niño al levantarse la partida de nacimiento (en el mismo sentido: Juzgado Primero de 
los Municipios Maturín, Aguasay, Santa Bárbara y Ezequiel Zamora de la Circunscripción Judicial 
del Estado Monagas, Sent. 30-4-10, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2010/abril/1702-30-10233-099.
html). Véase en torno al presentante: LORC, art. 85; Álvarez González y García Rubio, ob. cit., p. 
485, presupone un acto voluntario de atribución; De Freitas De Gouveia, La autonomía…, pp. 88 
y 176, supone un ejemplo de intervención de la voluntad. 

64	Véase: Resolución Nº 121220-0656, mediante la cual se resuelve dictar el Reglamento Nº 1 de la 
Ley Orgánica de Registro Civil (G.O. Nº 40.093 de 18-1-13), art. 24, la madre o el padre podrán 
indicar un nombre distinto al indicado en el certificado de nacimiento al momento de la inscrip-
ción ante el Registrador. Si la declaración es realizada por persona distinta a los progenitores debe 
presentarse autorización de ellos pues en caso contrario debe colocarse el nombre previsto en la 
constancia médica de nacimiento. Esta posibilidad solo aplicará en los casos de presentaciones 
realizadas durante el lapso de noventa días siguientes a la ocurrencia del nacimiento. 

65	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 563 y 564. Véase en sentido contrario: Varela Cáceres, El 
nombre…, p. 266, nota 29, “…la norma actualmente no está vigente, y la ley especial no establece 
disposición semejante o equivalente”. 

66	Véase: Pliner, ob. cit., p. 222.
67	Véase: Varela Cáceres, El nombre…, p. 261, si bien se deduce del artículo 91 de la LORC que dos 

nombres es el número adecuado para conformar el nombre propio, sin embargo no existe prohi-
bición expresa para designar a la persona con un solo nombre. 

68	Pliner, ob. cit., p. 407.
69	Contreras, ob. cit., p. 147, es enteramente posible designar a la criatura con un nombre inven-

tado, o cualquier otro al capricho, ya que ninguna disposición lo prohíbe; Marín Echeverría, ob. 
cit., p. 49. por no haber ninguna prohibición, los declarantes pueden indicar al funcionario civil 
los nombres de pila que se les antoje, no parecen aconsejables las limitaciones, no obstante las 
deformaciones en que se incurre.

70	Eladio e Inés origina Elaine.
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ortografía de nombres existentes71, nombres sin sustantividad (como dimi-
nutivos que constituyen abreviaturas o deformación del nombre original)72, 
nombres en idioma extranjero73, nombres neutros74, feminización de nombres 
masculinos75 y viceversa76. Se aprecia en la práctica inclusive la utilización 
de numeración para acompañar el o los nombres de pila, como una forma de 
denotar la generación de que se trate77.

Ahora bien, ciertamente hay una limitación básica derivada de la natura-
leza del instituto y más recientemente se deriva de la LORC al permitir el 
cambio de nombre en tales casos; no se deben imponer nombres contrarios 
a la dignidad de la persona, lo que incluye contrarios al sexo del niño. El fun-
cionario de Registro puede negarse a asentar una palabra que constituya una 
grosería o improperio78 y consideramos que éste es el momento preciso en 
que en función del interés superior del menor79 y la prioridad absoluta se le 
puede evitar a éste que cargue con una palabra que lo denigra o avergüenza, 
o que constituya “una rimbombante atrocidad” pues aunque la ley previa la 
posibilidad de rectificación en tales casos, poco sentido útil tiene después de 
un tiempo considerable sufriendo los efectos de tal situación80.

Nuestra legislación no lo prevé pero valdría considerar ciertas limitaciones 
propias de la naturaleza del instituto, que ha considerado la doctrina extranjera, 
tales como que no se debe colocar el mismo nombre de pila a los hermanos81 y 
que no se debe imponer una palabra característica de apellido como nombre de 
pila82 porque en tales casos se pierde la función identificadora del prenombre.

Señala la doctrina que la regulación jurídica del nombre individual debe 
inspirarse por la libertad de elección, y las restricciones deben reducirse al mí-
nimo orientadas por varios intereses: .- el interés propio del sujeto designado, 
que reclama la proscripción de nombres ridículos, extravagantes o impropios 
para la designación de las personas, .- el interés de los progenitores, que impone 
un respeto liberal a sus creencias religiosas y a los sentimientos y tradiciones 

71	Karolina o Velen.
72	Conchita, Lilita, Maite, Mariú, etc. 
73	Maurice, John, etc.
74	Abigail, Rudy, etc.
75	Manuela, Daniela, Josefa, etc.
76	Mario, Roso, etc.
77	Como “II” o “III”.
78	Véase: Aguilar Gorrondona, pp. 161 y 162.
79	Véase: Constitución, art. 78, LOPNNA, art. 8, parr. segundo; Convención sobre los Derechos del 

Niño, art. 3, num. 1.
80	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 567 y 568; Varela Cáceres, El nombre…, pp. 265 y 266, 

siendo que el interés tutelado es del infante y no el del progenitor ávido de creatividad, el Regis-
trador se encuentra plenamente facultado para exhortar al presentante a modificar los vocablos 
irregularmente señalados. La solución se encuentra inclusive apoyada en la LORC que faculta 
al Registrador a tramitar cambios de nombre en casos excepcionales de allí que se aluda a las 
facultades calificadoras de dicho funcionario.

81	Véase: Albaladejo, ob. cit., Vol. II, p. 52; Marín Pérez, ob. cit., p. 114; Borda, Guillermo, ob. cit., p. 189.
82	Véase: Pliner, ob. cit., p. 215.
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familiares y regionales; y .- el interés público en la adecuada individualización 
de las personas, que excluye el empleo de aquellos vocablos que puedan in-
ducir a confusión sobre el sexo o provocar homonimias familiares83.

De tal suerte, que cabe concluir que dada la trascendencia del nombre en la 
vida del individuo, si bien su selección está guiado por criterios de libertad, 
el respecto a la persona debe orientar su selección, so pena de rechazo por 
parte del funcionario, quien es el llamado a velar por la protección e interés 
del niño respecto de tan fundamental atributo de la personalidad.

7.2. Apellidos84

La determinación del apellido viene dada por la ley, específicamente los ar-
tículos 235 al 239 del CC, que se introducen en la Reforma del CC de 1982 y 
que no parecieran haber sido sustancialmente afectadas en principio por las 
leyes especiales que referiremos. El artículo 502 de la LOPNNA contiene una 
referencia al orden de los apellidos en caso de adopción inspirado sustancial-
mente en las mismas reglas del Código Sustantivo85.

* El primer apellido del padre y de la madre forman, en ese orden, los ape-
llidos de los hijos. (art. 235, CC)86. Tal regla se aplica tanto a los hijos matri-
moniales como a los extramatrimoniales cuya filiación se haya establecido 
en la partida de nacimiento. (arts. 235 y 236 CC).

En nuestro ordenamiento, la regla general es que el apellido de la persona, 
se conforma por el primero del padre seguido por el primer apellido de la 
madre; regla que aplica respecto de la filiación matrimonial, así como de la 
extramatrimonial que a decir del CC haya sido establecida en la partida de 
nacimiento. Respecto de esto último tuvimos ocasión de indicar que ello no se 
debía entender literalmente en el sentido de que ambos progenitores debían 
hacer una presentación conjunta porque podía acontecer que mediara un 
tiempo muy corto entre uno y otro reconocimiento y lo contrario era dejar a 
la voluntad del primer reconociente la determinación del apellido (considera-
mos razonable el límite de 6 meses que establecía el derogado artículo 350 de 
la LOPNA de 1998 a los fines del ejercicio compartido de la patria potestad). 
De allí que preferíamos hablar de filiación extramatrimonial establecida en 
forma inmediatamente sucesiva.

A nuestro criterio la Ley para protección de las familias, la maternidad 
y la paternidad87 (Gaceta Oficial Nº 38.773 de fecha 20 de septiembre de 
2007), no cambia sustancialmente lo indicado en relación con los apelli-
dos. Según tuvimos ocasión de explicar88, no obstante las impropiedades 
que prevé respecto de la presentación en la filiación extramatrimonial, tales 
83	Luces Gil, ob. cit., p. 244.
84	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 570-587; Varela Cáceres, El nombre…, pp. 276-281
85	Véase nuestro comentario en: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 572 y 580.
86	Véase: TSJ/SCS, Sent. Nº 014 del 20-1-04, J.R.G., T. 208, pp. 705-707.
87	En lo sucesivo LPFMP.
88	Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Breve reflexión sobre el reconocimiento de la pater-

nidad en la Ley para protección de las familias, la maternidad y la paternidad. En: Ensayos sobre 
Derecho del Trabajo y Derecho de la Seguridad Social. Colección Estudios Jurídicos Nº 19, Tribunal 
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como que la madre debe necesariamente indicar el nombre del presunto 
padre en el acta correspondiente (artículo 21) a los fines de que se inste el 
reconocimiento mediante la citación de éste y se levante una nueva partida 
que dejaría sin efecto la anterior (art. 27). Al efecto, señalamos que la sola 
indicación de la madre no tiene valor probatorio en cuanto a la paternidad, 
por lo que la determinación de los apellidos debería acontecer cuando quede 
establecida legalmente la paternidad ya sea por vía administrativa o judicial89, 
en atención al propio interés del menor90. Ello no obstante que la LORC dis-
pone entre las menciones del acta de nacimiento los nombres y apellidos del 
presentado (art. 93, núm 4). Pero lo cierto que constituye principio general 
que la filiación debe estar legalmente establecida para desplegar efectos en-
tre los que se han de incluir la utilización del apellido como indicativo del 
estado. Amén que va en perjuicio del interés del menor extender partidas con 
apellidos sin haberse establecido la filiación considerando que ésta podría no 
ser establecida o inclusive ser contraria a la indicada. Una de las ventajas de 
la Reforma del CC de 1982 fue disponer que el establecimiento posterior de 

Supremo de Justicia, 2008, pp. 227-249 (también en: Domínguez Guillén, Manual de Derecho de 
Familia…, pp. 325-348).

89	Véase en sentido contrario: Graterón Garrido, ob. cit., pp. 107 y 108, considera que el hijo llevará 
el apellido de la madre cuando no se haga la indicación del padre; sin embargo, la misma autora 
acertadamente en el tema de la patria potestad refiere que el hecho de que aparezca señalado el 
supuestos padre no le atribuye el ejercicio de la patria potestad sino que solo apertura un proce-
dimiento administrativo a los efectos de que comparezca ante el Registro Civil a fin de reconocer 
o no su paternidad, solo a partir del reconocimiento tendrá tal ejercicio (ibid., p. 199). Véase sos-
teniendo la procedencia del apellido con la simple indicación del nombre del padre: Aguilar C., 
Ramón Alfredo: Consideraciones sobre los avances científicos y nuevas normativas en materia de 
establecimiento, desconocimiento e impugnación de la filiación paterna. Trabajo de ascenso para 
optar a la categoría de profesor Asistente. Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Universidad 
Central de Venezuela, 2011; Ramón Alfredo: La filiación paterna. Consideraciones sobre el nuevo 
régimen legal y su fundamento constitucional. Caracas, Universidad Central de Venezuela, Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Políticas, 2013, pp. 43 y ss.

90	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 575 y 576, Ahora bien, en cuanto a la incongruencia de la 
ley de indicar que el reconocimiento del progenitor en vía administrativa genera el levantamiento 
de una nueva partida (art. 27), así como si la experticia respectiva confirme la paternidad (art. 
29), en sana lógica no debería escapar de las consideraciones indicadas, pues si ha mediado un 
tiempo considerable entre uno u otro reconocimiento ello puede repercutir negativamente en la 
identificación del niño o niña. De allí que en beneficio del propio interés del niño, que tiene ran-
go constitucional (art. 78) si ha mediado un tiempo considerable (que genere inconvenientes en 
cuanto a la documentación del menor) entre la primera partida y la que pretende ser la definitiva, 
no debería levantarse una nueva sino incorporarse –como era y debería seguir siendo– el recono-
cimiento mediante la respectiva nota marginal y que la determinación de los apellidos siguiera 
la suerte de las normas establecidas en los artículos 235 y ss. del CC. Situación semejante sobre el 
carácter temporal de la primera partida lo prevé el artículo 91 de la LORC que según indicaremos 
también resulta perjudicial desde el punto de vista del carácter permanente que deben tener los 
instrumentos fundamentales. 

	 Así pues, creemos que la indicación de la citada LPFMP de levantar una nueva partida y dejar sin 
efecto la anterior ante el reconocimiento paterno, que conllevaría a la utilización de los apellidos 
previstos en la última, sólo puede tener lugar en el supuesto de mediar un tiempo relativamente 
corto que no afecte la documentación e identidad del menor. Caso contrario, en virtud del interés 
superior del niño o adolescente, creemos que deben quedar vigentes las citadas normas de los 
artículo 235 y ss., que prevén la discrecionalidad del interesado en el cambio de apellido. Sería 
absurdo pretender dejar sin efecto el instrumento fundamental de identidad del que se deriva en 
principio el nombre completo del sujeto, cuando en virtud del tiempo éste forma parte esencial 
de la vida jurídica del individuo. Esperamos que la impropiedad del Legislador no genere mayores 
inconvenientes en la práctica”.



135Manual de Derecho Civil I (Personas)

la filiación (no inmediato) no afectaba o cambiaba de derecho los apellidos 
sino a voluntad del interesado su documentación pues ello puede ser fuentes 
de trámites e inconvenientes.

De manera pues que retomando la regla en comentarios, nuestro ordena-
miento sigue la orientación de colocar primero el apellido del padre y luego 
el de la madre91. No ha faltado quien critique dicho orden en función de la 
igualdad entre hombre y mujer –y algunos legisladores se han hecho eco de 
ello92– pero la verdad es que se impone un orden en tal sentido sea cual sea, 
lo cual luce más sensato respecto del hijo que dejar el orden a la elección de 
los progenitores que sería fuente de múltiples inconvenientes93, inclusive 
ante la opción de que sea la autoridad judicial quien resuelva el desacuerdo94.

La adopción del apellido materno o segundo apellido es característica de los 
derechos derivados del español, aunque es relativamente reciente en dicho or-
denamiento (pues no se conocía en España antes del siglo XVI)95. La necesidad 
de dos apellidos es positiva toda vez que reduce los casos de homonimia.96 La 
regla indicada contraría la práctica de utilizar los dos apellidos de uno de los 
progenitores como una unidad97, especialmente en casos donde media buena 
fama pero tal carencia de proyección propia no puede suplirse violentando las 
normas de determinación del apellido pues éste es una institución de orden 
público y por ende sustraída de la autonomía de la voluntad. De allí que en 
actos jurídicos formales, debe rechazarse la utilización de los apellidos en un 
orden distinto al impuesto por la ley98. 

* Si la filiación sólo se ha determinado con respecto de uno de los progeni-
tores, el hijo tiene el derecho de llevar los apellidos de éste. Si el progenitor 
tuviere uno solo apellido, el hijo tendrá derecho a repetirlo (art. 238 CC).

Toda persona tiene derecho a un nombre civil99, y a los fines de evitar la 
estigmatización éste debe ser completo, pues la sola mención del nombre civil 
en lo atinente al apellido no tiene porque ser un reflejo de la falta de estable-

91	Véase: Mantilla Rey, ob. cit., p. 83, señala que en Brasil primero se coloca el apellido de la madre 
y luego el del padre. 

92	Véase: Linacero de la Fuente, María: Orden de los apellidos. En: Notario del siglo XXI, Revista on 
line del Colegio Notarial de Madrid Nº 44, julio-agosto 2012, http://www.elnotario.es/index.php/
hemeroteca/revista-44 En España la Ley de Registro Civil de 22 de julio de 2014 plantea la elección 
de los progenitores en el orden de los apellidos, pues para algunos la preferencia paterna luce 
inconstitucional, por lo que se uso debe responder a un arraigo, social y consuetudinario. 

93	Véase criticando tal posible opción: Novales Alquézar, María de Aránzazu: Orden de apellidos de 
la persona nacida. Observaciones a propósito de un proyecto de ley. En: Revista Chilena de Derecho 
Vol. 30, Nº 2, 2003, pp. 321-330, dialnet.unirioja.es/servlet/fichero_articulo?codigo=2650436...0, 
pues si ambos padres pueden colocar de común acuerdo en primer lugar el apellido de la madre, 
queda en el aire la solución de que no haya acuerdo (ibid., p. 323).

94	Véase; ibid., p. 327, como es el caso del artículo 1875 del Código Civil Portugués. 
95	Baqueiro y Buenrostro, Derecho Civil..., p. 169; Lastra Lastra, ob. cit., p. 39, el doble apellido es 

una costumbre típicamente española de la edad moderna. 
96	Lete del Río, ob. cit., p. 237.
97	Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 163.
 98	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 577.
 99	Recordemos los instrumentos jurídicos inclusive internacionales citados supra. 
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cimiento filiatorio de uno de los progenitores; situaciones que acontecería, si 
se pretendiera imponer un solo apellido. 

De allí que la Reforma del CC de 1982100 acertadamente garantiza que la 
imposición necesaria de dos (2) apellidos inclusive en aquellos supuestos en 
que la filiación solo se ha establecido respecto de uno solo de los progenitores, 
en cuyo caso, el hijo llevará los dos apellidos de éste101, y si el progenitor tiene 
un solo apellido podrá repetirlo. En este último caso nadie estará al tanto de 
saber si coincidió el mismo apellido o se trata de la aplicación de la norma 
en comentarios. La circunstancia de que la coincidencia con los apellidos del 
progenitor denote su status es un asunto relativo a la verdad filiatoria ajeno al 
objeto de la ley, a saber, que la referencia a un solo apellido denote la carencia 
de un progenitor102. 

Cabe observar que el presente supuesto generalmente se hacía efectivo 
ante el Servicio Nacional de Identificación103, pues la respectiva partida de 
nacimiento con anterioridad a la LORC simplemente indicaba la identifica-
ción de los progenitores con sus respectivos apellidos y el nombre de pila del 
recién nacido. Del citado artículo 93, num. 4 de la LORC hemos observado 
partidas que contienen la referencia al nombre civil completo del niño con 
inclusión de los apellidos, lo que podría propiciar inconvenientes en caso de 
establecimiento filiatorio posterior, si se pretende imponer el apellido del 
indicado como padre por la sola mención de la madre.

* Los hijos cuya filiación no esté establecida, figurarán en las partidas de 
nacimiento con dos apellidos que escogerá el funcionario del estado civil, 
quien, al hacerlo cuidará de no lesionar intereses legítimos de terceros. Si 
la filiación es establecida posteriormente respecto de uno de ambos proge-
nitores se aplicarán las disposiciones anteriores. (art. 239 CC).

El supuesto anterior supone el establecimiento de la filiación respecto de 
uno solo de los progenitores, pero puede acontecer que tal vínculo no esté 
establecido respecto de ninguno de los progenitores. En tal caso el Código 
Sustantivo de 1982, de conformidad con el artículo 18 de la Convención 

100	El art. 222 del CC de 1942 indicaba “El hijo natural toma el apellido del padre o de la madre que 
lo haya reconocido o el del padre si ha sido reconocido por ambos”.

101	Véase: Juzgado Undécimo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circuns-
cripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Caracas, Sent. 12-3-08, http://jca.tsj.gov.ve/
decisiones/2008/marzo/2126-12-25485-.html.

102	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 579.
103	Por lo que su incumplimiento puede ser reclamado judicialmente, como consecuencia obvia del 

derecho al nombre. Pues la aplicación de las reglas bajo análisis operan de derecho sin necesi-
dad de declaración judicial alguna. Y de la negativa o abstención de dicho ente respecto de la 
petición del interesado –a nuestro criterio– podría recurrirse inclusive en amparo, en razón del 
derecho de toda persona de tener un nombre civil completo de conformidad con el artículo 56 
de la Carta Magna. Véase sin embargo, decisión que se pronuncia al respecto: Juzgado Undécimo 
de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área 
Metropolitana de Caracas, Sent. 12-3-08, Exp. 25.485, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/
marzo/2126-12-25485-.html “procede en forma sumaria, por lo que ordena que todos los docu-
mentos que identifican a el ciudadano…, aparezcan con su nombre y con los dos apellidos de su 
progenitora la ciudadana…, es decir …, en virtud que fue la ciudadana antes mencionada con la 
que se estableció el vínculo filial al momento de la presentación”.
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Americana104, acertadamente también pretendió garantizar el derecho de toda 
persona a tener un nombre completo.

Se prevé así que los dos (2) apellidos serán impuestos por el funcionario de 
Registro Civil. La norma señala que éste debe cuidar de no afectar los intereses 
de terceros, y que se repite en el art. 91 LORC105 aunque ésta última agrega 
además el interés del niño o niña recién nacida. El asunto debe apuntar más a 
la comodidad de su portador, esto es al menor, que no debe cargar con términos 
que le generen incomodidad o confusión. Por otra parte, la posible afectación 
de terceros ha sido criticada pues por la presente vía no se puede imponer 
filiaciones en virtud de la homonimia106.

Ahora bien, en cuanto a las palabras o apellidos que podrá imponer el fun-
cionario, obviamente no podrá ser ninguno alusivo a la situación del menor107. 
Pensamos que aunque la ley a diferencia de otras legislaciones no lo indica, 
se deberían escoger apellidos ya existentes “de uso común o corriente” a los 
fines de que el término no despierte mayor interés o distracción en los terce-
ros108. Si el menor ya ha utilizado determinado nombre civil a la fecha de la 
presentación, el funcionario debería colocarle éste, previsión que consagran 
otras legislaciones como la argentina109.

104	Que prevé:”…a Ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres 
supuestos si fuere necesario.”

105	Que dispone: “Quien encuentre un niño recién nacido o Juna niña recién nacida, dejado en lugar 
público o privado, hará la participación ante cualquier autoridad administrativa, civil, judicial 
o militar, quien deberá lotificar al Consejo de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes del 
Municipio a los efectos de su presentación ante la oficina o unidad de Registro Civil del lugar 
donde haya sido encontrado o encontrada. Se extenderá el acta de nacimiento que exprese las 
circunstancias de la presentación, la edad aparente, sexo, dos nombres y dos apellidos, los cuales 
serán escogidos por el registrador o la registradora civil, quien cuidará de no lesionar intereses 
legítimos del niño recién nacido o niña recién nacida ni de terceros, y será clasificada de carácter 
reservado y confidencial; sus certificaciones no contendrán calificación alguna de la filiación o 
de las circunstancias de hecho.

	 El Consejo de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes del Municipio, solicitará ante el Tribunal 
de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes el inicio del procedimiento de colocación familiar, 
una vez hecha la inscripción por el registrador o la registradora civil; de igual manera notificará 
al Ministerio Público, a fin que se inicien las averiguaciones de tipo penal que correspondan. 

	 En aquellos casos en que se logre identificar a los padres biológicos del niño o niña, se procederá 
a invalidar el acta de nacimiento originalmente extendida y se asentará el acta de nacimiento con 
los datos de los padres biológicos”. Véase también: Reglamento…, arts. 39 y 40.

106	Véase comentario de Perera Planas, Nerio: Análisis del Nuevo Derecho Civil. Maracay, Fondo 
Editorial del Instituto de Estudios Jurídicos “Carlos Alberto Taylhardat”, Colegio de Abogados 
del Estado Aragua, 1983, pp. 256 y 257: “Si las anteriores son normas inexplicables en líneas 
generales, ésta es el colmo de lo antijurídico. ¿Cuáles son los derechos de terceros, los intereses 
legítimos que se pueden lesionar cuando el funcionario selecciona los dos benditos apellidos para 
un hijo expósito? O es que ahora existe la posibilidad de crear filiaciones a base del uso de un 
determinado apellido? El funcionario escoge dos apellidos –Herrera Uslar, Uslar Pietri, Vaquero 
González–. ¿En qué afecta a los terceros tal atribución? Por esa vía necia de reminiscente aristo-
cracia, los niños de filiación no reconocida se llamarán Pérez Pérez o Rodríguez Rodríguez.” 

107	Como expósito (utilizado por el art 469 del CC de 1942, abandonado, desconocido, etc. 
108	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 580 y 581; Albaladejo, ob. cit., Vol. II, p. 55; Cifuentes, 

ob. cit., p. 153; Ghersi, ob. cit., p. 148.
109	Véase en este sentido; Cifuentes, ob. cit., p. 153; Ghersi, ob. cit., p. 148; Domínguez Guillén, Ensa-

yos…, pp. 582 y 583: Varela Cáceres, El nombre…, pp. 267 y 268, el nombre de pila debería ser 
ratificado por el funcionario en una suerte de posesión de estado. 
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Finalmente, en cuanto a la previsión del artículo 91 de la LORC que prevé 
la invalidez del acta original una vez establecida la filiación de los padres 
biológicos, consideramos las mismas reflexiones realizadas supra con rela-
ción al levantamiento de una nueva partida previsto en la LPFMP, pues es 
evidente que la verdad biológica no tiene porque destruir la partida original 
de nacimiento cuando ha mediado un tiempo considerable que repercutirá 
en perjuicio del menor y su derecho a la identidad, dado el cambio de docu-
mentación. El sistema de la nota marginal es idóneo en tal sentido.

* Si la filiación ha sido establecida con posterioridad a la partida de 
nacimiento, el hijo podrá usar los nuevos apellidos. En este caso deberá 
comunicar el cambio al Servicio Nacional de Identificación, mediante la 
presentación del instrumento o la sentencia judicial en que conste la prueba 
de la filiación. (art. 236 CC). Si el establecimiento de la filiación tiene lugar 
durante la minoridad del hijo, el cambio de apellido a que se contrae el 
artículo anterior, podrá ser formalizado del mismo modo, por el padre o la 
madre, con autorización del Juez de Menores del domicilio del hijo, quien lo 
acordará oído al menor, si éste es mayor de doce (12) años. El derecho de que 
trata este artículo cesa para los padres cuando el hijo haya contraído matri-
monio; en este caso la opción corresponderá únicamente a él (art. 237 CC).

Las normas citadas del Código Sustantivo prevén que ante el establecimien-
to posterior de la filiación, el cambio de apellido es facultativo, esto con base 
a la incomodidad que supone un cambio de documentación. Se señala que en 
caso de cambio se deberá comunicar al Servicio Nacional de Identificación 
con los recaudos probatorios correspondientes, distinguiéndose al efecto si el 
interesado es mayor de edad o menor de edad. Si es mayor de edad o menor 
emancipado obviamente dirige la petición por sí solo, pero si es menor no 
emancipado el cambio precisa de la actuación de los progenitores ante el Juez, 
escuchando la opinión del hijo cualquiera que sea su edad, pues aunque la 
norma aluda a mayor de 12 años, por aplicación del artículo 12 de la Conven-
ción sobre Derechos del Niño y 80 de la LOPNNA siempre se deberá escuchar 
su opinión. Ello aplica al establecimiento posterior de la filiación tanto en los 
citados casos de los artículos 238 y 239 CC.

Ahora bien, indicamos que tanto la LPFMP así como la LORC (art. 91) pre-
tenden imponer el levantamiento de una nueva partida dejando sin efecto la 
anterior ante el nuevo establecimiento de la filiación, sin distinguir cuanto 
tiempo ha mediado entre una y otra, lo cual se revela perjudicial a los efectos 
del interés del menor, si ha mediado un lapso considerable a los fines de la 
documentación e identificación.

De allí que sostuvimos que la verdad biológica no tiene porque perjudicar 
desde el punto de vista de la documentación fundamental y la tramitación 
que ello supone. Ante todo debe prevalecer el interés superior del menor que 
tiene rango constitucional. Al efecto indicamos: “Con base a lo indicado val-
dría considerar que en caso de establecimiento filiatorio con posterioridad a 
la partida, bien sea del otro progenitor o de ambos, no obstante la disposición 
de la LPFMP (dejar sin efecto la primera partida) y de la LORC (invalidar la 
primera partida) debe interpretarse que en aquellos casos que ha mediado 
un tiempo considerable debe perdurar la primera partida, manteniéndose la 
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vigencia de las citadas normas del CC que disponen el carácter discrecional 
del cambio de apellido a fin de evitar los inconvenientes de una obligatoria 
variación de documentación. Lo contrario, iría en evidente perjuicio del interés 
del niño, niña o adolescente. Esto es, la criticada posibilidad de levantar una 
nueva partida que disponen las citadas leyes especiales, paralela al cambio 
automático y obligatorio de apellido, únicamente debe resultar procedente en 
aquellos casos en que el tiempo trascurrido sea lo suficientemente corto, para 
no dar lugar a las incomodidades que supone un cambio de instrumentos de 
identidad. Tales cambios amén de los inconvenientes harían más evidente 
la situación filiatoria que el nuevo Legislador se empeñó en ocultar” 110. Sin 
embargo, en términos generales, la doctrina se muestra dudosa del sistema 
facultativo de cambio de apellido por vía de consecuencia en caso de estable-
cimiento posterior de la filiación111.

De allí que a propósito de una acción filiatoria, la Sala Constitucional indicó 
que una vez establecida la filiación es “absolutamente potestativo” la regula-
rización de la filiación ante el registro civil112.

8. Apellido de la mujer casada113

Dispone el artículo 137 del CC: “Con el matrimonio el marido y la mujer adquie-
ren los mismos derechos y asumen los mismos deberes. Del matrimonio deriva 
la obligación de los cónyuges de vivir juntos, guardarse fidelidad y socorrerse 

110	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 586 y 587, se agrega: “Las leyes también se interpretan 
conforme a la lógica, y ciertamente resultaría absurdo invalidar en cualquier tiempo el instrumen-
to fundamental de identidad en atención al nuevo establecimiento de la filiación, si el sistema 
de la nota marginal, permite solventar los cambios del estado civil. Adicionalmente, el nombre 
civil que incluye los términos relativos a los apellidos, se traduce en el atributo fundamental con 
carácter vitalicio y en principio inmutable, dada su trascendencia, pues la persona desde su inicio 
cuenta con unas palabras que la identifican, adhiriéndose a su ser y con la que se lanza a la vida 
de relación y denota su personalidad. El individuo toma conciencia preciada de esas palabras 
que lo distinguen y forman parte sustancial y fundamental de su identidad estática, que como su 
denominación lo indica es en principio “inmutable”. De allí que las variaciones al nombre civil son 
excepcionales y en casos como los indicados no pueden ir contra la voluntad del sujeto, so pena 
de vulnerar su identidad, en aras de una falsa idea de protección que genera más inconvenientes 
que ventajas. De allí que pretender invalidar injustificadamente la partida inicial en cualquier 
tiempo, amén de contrariar principios básicos en materia registral asociados a las actas del esta-
do civil, presentaría vicios de inconstitucionalidad por vulnerar innecesariamente la identidad 
estática del sujeto y dentro de ésta el elemento primario de identidad, a saber, el nombre civil. El 
artículo 56 de la Carta Magna consagra el derecho de la persona a tener el apellido de sus proge-
nitores y a obtener documentos que acrediten su identidad biológica, que no califiquen en modo 
alguno su filiación. Pero ciertamente, la proyección de la identidad biológica en el instrumento 
fundamental de identidad, omitiendo calificaciones filiatorias, debe tener lugar en concordancia 
con otros principios o derechos constitucionales tales como la identidad y el interés del menor”.

111	Véase: Varela Cáceres, El nombre…, p. 279, el autor comenta que al parecer los funcionarios de 
identificación proceden a rotular los apellidos que del acta se infieren aunque sea por vía de nota 
marginal, lo que propicia que dicha facultad sea un simple deseo.

112	TSJ/SConst., Sent. 1757 del 22-12-15, “Se AUTORIZA al solicitante, ciudadano …., el ejercicio 
de los derechos que le corresponden como consecuencia del reconocimiento de dicha filiación, 
siendo absolutamente potestativo para dicho ciudadano regularizar su registro civil con todos 
las consecuencias legales que ello comporta, sin perjuicio del ejercicio de las acciones por daño 
moral que le correspondan”. (destacado nuestro)

113	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 587-595. Este supuesto es denominado por la doctrina 
como “adición” del apellido. Sobre este aspecto véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 167 y 168; 
Contreras, ob. cit., pp. 145 y 146; Hung Vaillant, Derecho…, p. 203; Marín Echeverría, ob. cit., p. 52; 
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mutuamente. La mujer casada podrá usar el apellido del marido. Este derecho 
subsiste aún después de la disolución del matrimonio por causa de muerte, 
mientras no contraiga nuevas nupcias. La negativa de la mujer casada a usar el 
apellido del marido no se considerará, en ningún caso, como falta a los deberes 
que la Ley impone por efecto del matrimonio”.

De dicha norma se deduce que la utilización del apellido del marido por 
parte de la esposa es meramente potestativo o facultativo, por lo que tal deci-
sión le corresponde única y exclusivamente a ella114. De decidir efectuar dicha 
adición debería utilizarse la partícula “de” a fin de diferenciarlo del estado 
filiatorio115. Resulta interesante desde cuándo y por qué la mujer venezolana 
comenzó a usar el apellido del cónyuge116. Pero en todo caso se deriva de la 
posición que tradicionalmente tuvo la mujer hasta hace poco en la sociedad117, 
lo cual no dejó de tener proyección jurídica118, se afirma que tal utilización 
respondió a un convencionalismo social, reconocido jurídicamente. Y que 
precisamente, por no haber sido en Venezuela, nunca un convencionalismo 
o uso, la utilización por parte del marido del apellido de su esposa es que no 
cabe alejar discriminación o violación a la igualdad en este sentido119. 

	 Varela Cáceres, El nombre…, pp. 281-283. Véase también: Granillo, Arturo: El nombre de la mujer 
casada. Argentina, Dirección General de Publicidad de la Universidad Nacional de Córdoba, 1953. 
Sin embargo, el autor mostraba para la época una visión lejana de la igualdad entre hombre y 
mujer, cuando curiosamente indica: “Bajo el disfraz de un feminismo que despierta simpatías, 
se pretende colocar a la mujer frente al marido en el hogar con iguales derechos y deberes para 
que el equilibrio absoluto torne imposible la vida en común”. (ibid, p. 45). 

114	Y por tal no lo puede inferir implícitamente el Servicio Nacional de Identificación por la mera 
petición de cambio de estado civil. Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 594; Juzgado Primero 
de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado 
Miranda, Sent 14-5-07, Exp. 26236, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2007/mayo/101-14-26236-.
html “…toda mujer casada “podrá” usar el apellido del marido, lo que demuestra una situación 
facultativa para aquella mujer de que se tratare, no siendo prevista en esta disposición legal, la 
posibilidad de que terceros soliciten el uso del apellido in comento…”.

115	Situación que efectivamente suele realizar el Servicio Nacional de Identificación al dejar sub-
sistente el apellido paterno y eliminar en la mujer casada el apellido materno que es sustituido 
por el del marido de seguidas de la partícula “de”. Lo ideal sería que no se eliminase el apellido 
materno sino que se adicionara a los dos pero ciertamente el especio material de la cédula de 
identidad resulta insuficiente. 

116	Álvarez de Lovera, María: La Mujer en la Colonia. Situación Social y Jurídica. Caracas, Fondo 
Editorial Tropykos, Faces Universidad Central de Venezuela, 1994, p. 38, pues se reseña que en 
la colonia no existía tal costumbre. 

117	Véase: Pliner, ob. cit., pp 256 y 262, Esta utilización que se da en muchos países está fundada en 
la idea de que la mujer y el marido forman una sola persona pero de la que aquél es la cabeza. 
Acota que “el grado de civilización de un pueblo se mide por el nivel que la mujer ocupa en el 
matrimonio”. 

118	Pues con anterioridad a la Reforma del CC de 1982 no faltaría quien sostuviese que la no utiliza-
ción por la mujer del apellido de su esposo constituía una suerte de injuria. Lo cual parece dejar 
entrever la aclaratoria que hace el actual artículo 137 al indicar expresamente “…La negativa de 
la mujer casada a usar el apellido del marido no se considerará, en ningún caso, como falta a los 
deberes que la Ley impone por efecto del matrimonio”.

119	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 168, “contrariamente a lo que sucede en algunas partes (p. 
ej. en algunas regiones de Francia), parece que entre nosotros no es lícito que el marido agregue al 
suyo el apellido de su mujer”; CSJ/Corte en pleno, Sent. 29-4-97, OPT, CSJ abril 1997, pp. 255-267. 
Puede consultarse igualmente la referida sentencia en: J.R.G, T. 143, pp. 822-826: En Venezuela 
no existe la posibilidad de que el marido pueda usar el apellido de su esposa. El art. 137 del CC 
no es inconstitucional por discriminatorio contra los hombres al no poder utilizar el apellido de 
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El citado artículo 137 CC es claro en permitir a la viuda –en homenaje a un 
recuerdo piadoso– mientras no contraiga nuevas nupcias la utilización del 
apellido de quien fuera su esposo. Por su parte, la mujer divorciada, pierde la 
posibilidad de usar este a la par del divorcio120, pues es claro que el apellido es 
indicativo del estado y es un atributo de orden público, por lo que es discutible 
que ello pueda autorizarlo el Juez en casos especiales121 dado el carácter impera-
tivo del instituto. De allí que al margen de consideraciones feministas, resulta 
poco recomendable la utilización del apellido de casada porque la mujer pudo 
haberse hecho famosa con el mismo, y éste debe desaparecer ante la disolu-
ción por divorcio. Resulta interesante la consideración de la doctrina francesa 
de solventar tal situación con la utilización de la partícula “ex”122 porque ello 
denota un estatus que se corresponde con la realidad, pero también revela la 
incomodidad que se puede derivar de un cambio por lo demás innecesario. 

Finalmente, vale indicar que no obstante la equiparación de efectos consagra-
da en el artículo 77 de la Carta Magna entre matrimonio y concubinato, la adición 
formal en principio no es predicable en principio respecto de la concubina123  
aunque su utilización social con la venia del concubino puede ser importante 
elemento de prueba de la situación de hecho124.

su esposa, pues la norma responde a un simple convencionalismo social, en tanto que al norte 
de Francia puede hablarse más bien de una costumbre para los hombres. En Venezuela, el hecho 
de que el marido tenga la facultad de usar el apellido de su cónyuge en las mismas circunstan-
cias, no es, ni ha sido nunca, ni uso ni convencionalismo social y pretenderlo así, implicaría un 
redimensionamiento del tratamiento legislativo de la institución del nombre. Indica la Corte que 
los convencionalismos sociales inveterados nada tienen que ver con la igualdad jurídica, pues 
pretender que el hombre tiene derecho al apellido de su esposa, sería lo mismo por ejemplo que 
decir que el hombre al estar sentado y ser saludado por una dama tenga el derecho de permanecer 
sentado al igual que las otras damas, o que como en otras culturas el hombre tenga el derecho 
de que se le bese la mano. No hay pues discriminación por los convencionalismos, la igualdad 
es en cierta forma entendida en cuanto a la dignidad de la persona, en derechos fundamentales 
o esenciales de todo individuo humano.

120	Véase: Marín Echeverría, ob. cit., p. 52; Fierro Herrera, Helena: La mujer en la legislación vene-
zolana. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 100, Caracas, UCV, 1996, 
p. 252, no es obligatorio para la mujer casada usar el apellido del marido pero si se divorcia debe 
eliminarlo. Véase también: Lauro Celidonio, Jorge: Nome da Mulher Na Nova Lei do Divorcio. En: 
Revista do Advogado, Nº 1, Año , Abril a Junho de 1980, pp. 21-26. La Ley de divorcio indica en 
su art. 17 que vencida la separación judicial, la mujer volverá a usar su nombre de soltera.

121	Véase en este sentido: D´Jesús, Antonio: Derecho de Familia. Caracas, Paredes Editores, 1991, p. 
58. Véase D.D.C.D., Marzo-julio 1981, Tomo XI, Vol. I, sesión del 23-3-81, pp. 93 y 94, discusión 
parlamentaria a fin de suprimirse del art. 187 del CC que indicaba que la mujer divorciada no 
podrá seguir utilizando el apellido de su exmarido. Se pretendía colocar una parte que indicara 
que en caso de divorcio la mujer divorciada podría seguir utilizando el apellido del marido con 
autorización de éste, para algunos del Juez. Finalmente fue aprobada la posición de Lairet en el 
sentido de eliminar dicha parte: Véase también: El Proyecto de Ley sobre el Nombre y la Protec-
ción de la Personalidad disponía que la mujer divorciada llevará su apellido de soltera, a menos 
que el marido la autorizara en forma auténtica para que continuara usando su apellido.

122	Véase: Ripert y Boulanger, ob. cit., p. 48.
123	Véase: TSJ/SConst., Sent. 1682 del 15-7-05, “A juicio de esta Sala, la utilización de apellidos distin-

tos al propio, como sería para la mujer el del marido, es un derecho que le nace solamente del acto 
matrimonial, que conlleva a que añada algo a su identidad, y que se ve sostenido por el acta de ma-
trimonio que refleja un nuevo estado civil”. Véase no obstante: LORC, art. 117-122, en cuanto al Re-
gistro de la unión estable de hecho. Lo cual podría generar dudas sobre la utilización del apellido.

124	Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…, p. 442. “Por la propia dinámica de la “situa-
ción” de hecho concubinaria que precisa de ser probada judicialmente en cuanto a su tiempo de 
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9. Cambio de nombre

9.1. Nombre propio o de pila125

Si bien el nombre dado su carácter de orden público se considera en principio 
inmutable, dada la trascendencia de dicho atributo se dice que no puede el 
ser humano tener por nombre una palabra que lo denigra o lo avergüenza. 
De allí que excepcionalmente cuando median tales supuestos que vulneran 
la dignidad de la persona ha de admitirse el cambio de nombre civil por vía 
principal. Ello lo había referido la doctrina126, y es permitido expresamente 
en la LORC, en su artículo 146:

“Toda persona podrá cambiar su nombre propio, por una sola vez, ante el 
registrador o la registradora civil cuando éste sea infamante, la someta al 
escarnio público, atente contra su integridad moral, honor y reputación, o 
no se corresponda con su género, afectando así el libre desenvolvimiento de 
su personalidad.
Si se tratare de niño o niña, el cambio se efectuará mediante solicitud del padre, 
madre o representante; si es adolescente mayor de catorce años podrá solicitar 
personalmente el cambio de nombre propio; una vez alcanzada la mayoría de 
edad podrá volver a solicitar el cambio de nombre por una sola vez.
En los casos de colocación familiar de niños, niñas y adolescentes, no se permitirá 
el cambio de nombre propio sin autorización judicial previa.
El registrador y la registradora civil procederá a la tramitación del cambio de 
nombre propio, mediante el procedimiento de rectificación en sede administra-
tiva” 127 (Destacado original).

Como se aprecia dicho cambio excepcional y por los supuestos expresa-
mente indicados en la ley128 es posible por vía administrativa, aunque se 
indicó que el órgano ideal para conocer de tal importante variación debía ser 
el jurisdiccional129. Situación que acontecía con anterioridad toda vez que la 
posibilidad del Juzgador de conocer del cambio de nombre se la atribuía la 

duración y que generalmente se acude a ello una vez culminada la misma a falta de acuerdo entre 
las partes, no vemos tampoco predicable respecto de la concubina la utilización del apellido de 
la mujer casada que establece el artículo 137 de Código Civil por lo menos en lo que respecta al 
cambio formal ante el Servicio Nacional de Identificación. Sin embargo, la posibilidad de usar el 
apellido del concubino como parte de sus relaciones sociales y no a nivel de negocios jurídicos, 
si tuviere lugar con la venia del concubino, podría servir como elemento indicativo de la corres-
pondiente posesión de estado”.

125	Véase sobre “la modificación del nombre propio”: Varela Cáceres, El nombre…, pp. 268-273.
126	Véase nuestra postura en la 2ª edición de Ensayos…., 2006, pp. 491 y 492; Varela Cáceres, La 

modificación…
127	Véase: Reglamento…, arts. 87-98.
128	Véase Juzgado del Municipio Nirgua, de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy, Sent. 

8-4-11, Exp. 3.149/ 11, http://yaracuy.tsj.gov.ve/decisiones/2011/abril/1439-8-3149-11-1043.html 
“la apreciación de la solicitante de que una vez que la persona tiene libre discernimiento puede 
escoger el nombre que le PLAZCA…” es incorrecta, toda vez que el cambio del nombre propio 
sólo se da si el interesado o interesada en dicho cambio, prueba alguna de las causales taxativas 
indicadas en el referido artículo 146 de la Ley Orgánica de Registro Civil y no bajo el simple 
alegato, de que desde hace un tiempo se le ha venido conociendo como…”.

129	Véase: Varela Cáceres, La modificación…, p. 154, considera pertinente que la solicitud de cam-
bio de nombre siga bajo la salvaguarda del poder judicial y no por vía administrativa (cuando 
comentaba el Proyecto de Ley Orgánica del Registro Civil). 
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respectiva norma procesal130. Pero en todo caso la autoridad administrativa 
conocería de supuestos que se asimilan al simple error material porque son 
palabras o expresiones que afectan la dignidad, incluyendo la no correspon-
dencia con el sexo pero sin ser extensible a la transexualidad que constitui-
ría un problema de fondo131. De allí que la doctrina refiriera en principio la 
imposibilidad de cambio de nombre.132 Normativa sublegal posterior alude a 
que debe tratarse de “circunstancias que afecten el libre desenvolvimiento de 
la personalidad”133. Se agrega a lo anterior el supuesto especial de la adopción 
prevista en los artículos 500 y 501 de la LOPNNA134. Anteriormente se decía 
que era posible en el caso de extranjeros pero varió con la ley especial de la 
materia.135 La norma en comentarios prevé el supuesto de cambio de nombre 

130	Véase artículo 769 del Código de Procedimiento Civil correspondiente al Capítulo titulado “De la 
rectificación y nuevos actos del estado civil”: “Quien pretenda la rectificación de alguna partida 
de los registros del estado civil, o el establecimiento de algún cambio permitido por la ley, deberá 
presentar solicitud escrita antes el Juez de Primera Instancia en lo Civil a quien corresponda el 
examen de los libros, según el Código Civil, expresando en ella cuál es la partida cuya rectificación 
pretende, o el cambio de su nombre o algún otro elemento permitido por la ley...En el primer 
caso, presentará copia certificada de la partida, indicando claramente la rectificación solicitada y 
el fundamento de ésta. En el segundo caso, además de la presentación de la partida, el solicitante 
indicará el cambio del elemento que pretende. En ambos casos, se indicará en la solicitud las 
personas contra quienes pueda obrar la rectificación o el cambio, o que tengan interés en ello, y 
su domicilio o residencia.” (Destacado nuestro).

131	Siendo uno de los supuestos la no correspondencia con el género, pero no aquella derivada de 
trastornos de género como la transexualidad, porque ello responde a un cambio de estado de 
fondo del que debe conocer la autoridad judicial. Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 601, “Si 
bien el nuevo artículo 146 de la LORC al señalar dentro de las hipótesis de cambio de nombre 
que “no se corresponda con su género” ello no permite incluir el supuesto de transexualidad, pues 
éste supone un cambio de fondo, que puede afectar intereses de terceros, por lo que debería ser 
resuelto con las debidas garantías del respectivo procedimiento judicial”. 

132	Véase en este sentido: Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 164 y 165; Contreras, ob. cit., p. 146; 
Marín Echeverría, ob. cit., pp. 57 y 58; La Roche, p. 249; Hung Vaillant, Derecho…, pp. 200-203. 

133	Véase: CNE, Resolución mediante al cual se resuelve dictar el Instructivo relativo a los criterios 
únicos de Rectificación de Actas o cambio de nombres en sede administrativa, G.O. Nº 40.178 del 
30-5-13, artículo vigésimo sexto. 

134	Artículo 500. “Decisión. De no haber oposición a la adopción o de declararse improcedente la mis-
ma, el juez o jueza debe proceder, de inmediato, a oír la opinión del niño o niña o el consentimien-
to del adolescente, tanto con respecto a la adopción, como a la modificación de su nombre propio, 
si es el caso, así como el consentimiento y las opiniones de las demás personas mencionadas en los 
arts. 414 y 415 de esta Ley, con excepción de los progenitores, cuyo consentimiento debe constar en 
el expediente administrativo antes de que se determine la condición de adoptabilidad legal del res-
pectivo niño, niña o adolescente. Si el caso lo requiere, el juez o jueza puede solicitar los servicios 
auxiliares del equipo multidisciplinario del Tribunal. Finalizado lo anterior, el juez o jueza debe 
decidir sobre la procedencia o no de la adopción solicitada.” Artículo 501. “Decreto de adopción. 
El decreto que acuerde la adopción debe expresar si la misma es individual o conjunta, nacional o 
internacional. El adoptado o adoptada debe conservar su nombre propio, a menos que se haya soli-
citado oportunamente la modificación del mismo y el juez o jueza la autorice”. Véase también: art. 
494, letra c, eiusdem. Véase: Varela Cáceres, El nombre…, p. 275, el autor alude a que en tal caso pro-
cede el cambio de nombre de pila por vía de consecuencia; Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 165.

135	Si la ley de su nacionalidad lo autorizaba porque la ley ordenaba aplicar en esta materia (estado 
y capacidad) el derecho correspondiente a la nacionalidad, según las normas de Derecho Inter-
nacional Privado (arts. 9 y 26 CC). Sin embargo, posteriormente la Ley de Derecho Internacional 
Privado indica en su art. 16: “La existencia, estado y capacidad de las personas se rigen por el 
Derecho de su domicilio”. El art. 11 eiusdem califica el domicilio como la residencia habitual. Véase: 
Hernandéz-Bretón, El nombre…, p. 615, “el nombre civil se regula por el derecho del domicilio de 
la respectivo persona”. Por lo que podemos decir que actualmente, los extranjeros que tengan 
su domicilio en Venezuela solo podrán cambiarse el nombre en los supuestos excepcionalmente 
previstos en la LORC. 
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del de menor de edad no con la redacción más feliz136 aunque pareciera que 
la posibilidad de requerir otro cambio a la mayoridad tendría lugar cuando 
la solicitud fue realizada por sus progenitores en razón de su incapacidad137. 

Cabe referir que se ha indicado que no obstante la previsión de la LORC 
que concede facultad al órgano administrativo, la jurisdicción también podría 
conocer de la solicitud de cambio de nombre (CPC, arts. 763 y ss.) con base 
a la propia interpretación de la Sala Político Administrativa que referiremos 
en materia de rectificación de partidas, por lo contrario afectaría la tutela 
judicial efectiva138. 

9.2. Apellidos
* Por vía principal: Antiguamente se indicaba –al igual que con el nombre de 
pila– que se le permitía a los extranjeros cuya ley lo autorizaba, pero según 
indicamos ello cambió con la ley especial de la materia.

Por lo que el cambio de apellido por vía principal, en principio no es proce-
dente dado el carácter de orden público del instituto. Sin embargo, la consi-
deración hecha sobre la dignidad de la persona es perfectamente aplicable al 
apellido, toda vez que éste puede estar afectado por una palabra denigrante. 
De manera pues que cuando nos pronunciamos a favor del cambio excepcional 
del nombre civil en razón de la necesidad de la persona de tener un nombre 
digno, incluimos tanto al nombre de pila como al apellido. Interpretación 
general que ha de seguirse sosteniendo, no obstante que el citado artículo 

136	Véase: Varela Cáceres, El nombre…, pp. 270-272.
137	Aunque la lógica debería apuntar a que la posibilidad de solicitar nuevamente el cambio de 

nombre cuando se adquiere la mayoridad debería reducirse al caso de que la solicitud no fue 
hecha personalmente por el menor (14 años) sino por los progenitores, aunque en todo caso debe 
escucharse su opinión en el curso del procedimiento administrativo.

138	Véase infra Nº XII.8: Guite Andrade, Tomas Enrique: El procedimiento de rectificación de partidas 
y nuevos actos del estado civil. Caracas, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Políticas, Centro de Estudios de Postgrado, 2011 (tutor: María C. Domínguez G.). Dicho 
trabajo igualmente fue presentado en 2012 para ascender a la categoría de profesor asistente. El 
autor sostiene que la posibilidad de cambio de nombre bien puede seguir siendo conocida por la 
Jurisdicción a través del procedimiento consagrado en los artículos 768 y ss del Código de Proce-
dimiento Civil; Juzgado del Municipio Nirgua, de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy, 
Sent. 8-4-11, Exp. 3.149/ 11, http://yaracuy.tsj.gov.ve/decisiones/2011/abril/1439-8-3149-11-1043.
html “que pudo ser tramitada en sede administrativa tal como lo contempla el artículo 146 de 
la Ley Orgánica de Registro Civil que entró en vigencia el día 15 de septiembre de 2009, y que 
aparece publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 39.264, pero 
en respeto del derecho al acceso a la justicia previsto en el artículo 26 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela al haber escogido la solicitante este Juzgado para dilucidar 
su pretensión y conforme a lo previsto en el artículo 769 del Código de Procedimiento Civil y a 
la competencia que para estos efectos le fue conferida a los Juzgados de Municipio a través de 
la Resolución Nº 2009/0006 de fecha 18 de marzo de 2009, emanada de Sala Plena del Tribunal 
Supremo de Justicia y publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela 
Nº 39.952, la cual igualmente le fue ratificada por la Sala Político Administrativa del Tribunal 
Supremo de Justicia en sentencia de fecha 09 de febrero de 2011, exp. Nº 2011-0018, relacionado 
con consulta planteada por este Juzgador en la cual dicho Órgano indicó: que (omissis) “… De-
clarar que el Poder Judicial no tiene jurisdicción, comportaría una dilación perjudicial al actor, 
que negaría su derecho constitucional de tener acceso a una administración de justicia expedita 
y sin dilaciones indebidas, al imponerle que acuda ante la Administración para hacer valer sus 
derechos, cuando ya había escogido la vía jurisdiccional, a través de la solicitud de rectificación 
de acta de nacimiento presentada ante el tribunal…”.
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146 de la LORC alude a cambio de “nombre propio” lo que se identifica con 
el nombre de pila o prenombre. Dicho cambio de apellido precisaría a falta 
de previsión de la LORC del procedimiento de rectificación previsto en los 
artículos 768 y ss. del CPC. 

* Por vía de consecuencia: Tiene lugar con ocasión de un acto jurídico o 
decisión judicial que modifica la filiación: -El reconocimiento voluntario o el 
establecimiento judicial de la filiación. -Adopción: Art. 502 LOPNNA.139 -Desco-
nocimiento del hijo matrimonial -Nulidad o impugnación del reconocimiento 
de un hijo extramatrimonial -Nulidad de la adopción.140

Cabe observar en este punto del cambio de nombre civil que excepcional-
mente puede acontecer que uno de los elementos por sí solo ( “nombre de pila” 
o el “apellido”) no se presenten como vergonzosos para su portador; pero, la 
unión de ambos elementos conjuguen una expresión que vulnere la dignidad 
de la persona. En tal caso igualmente, debemos admitir por vía excepcional 
el cambio del nombre de civil141, porque éste atributo esencial no puede cons-
tituirse en una expresión vergonzoso y denigrante para el persona humano 

10. Seudónimo142

El seudónimo es un nombre artificial143 escogido convencionalmente por el 
individuo para cierto ámbito, a fin de ocultar su nombre civil o su identidad144. 
Generalmente es utilizado en el ámbito artístico o literario, en el que el sujeto 
suele utilizarlo en sustitución del nombre civil145 pues no es común utilizarlo 
para ocultar a la identidad146. El ocultamiento de la personalidad se da alguna 
vez, pero no es de la esencia del seudónimo. No tiende a sustituir el nombre 
en su oficio jurídico de individualizar a la persona, sino que es más bien 
una marca profesional o artística.147 Puede componerse por nombre propio 

139	Véase supra X.7.
140	Al eliminar la adopción simple por la LOPNA de 1998 (art. 407), desaparece la revocación. La 

LOPNNA de 2007 insiste en su art. 411 que “toda adopción debe ser plena”.
141	En tal supuesto sería lógico o recomendable el cambio del nombre de pila dado el carácter filiatorio y 

de derecho del apellido. Por lo que el asunto sería solucionable en principio en sede administrativa. 
142	Véase: Semon, Juan M.: El Derecho al Seudónimo. Buenos Aires, Tipográfica editora argentina, 1946; Se-

bastián Zotto, Rodolfo: El falso nombre, http://revistapersona.com.ar/zotto.htm; Domínguez Guillén, 
Ensayos…, pp. 603-612; Lastra Lastra, ob. cit., pp. 40 y 41; Varela Cáceres, El nombre…, pp. 284 y 285.

143	Véase: Rogel Vide, Estudios…, p. 82, indica que seudónimo etimológicamente significa “nombre fal-
so”, pues “mentira” o “falsedad” se asocia a la palabra griega “pseudos” que está en la base del término. 

144	Véase: Sebastián Zotto, ob. cit., “Seudónimo es una palabra que deriva del griego pseudónymos, 
de pseudés, falso, y ónoma, nombre. Cuando una persona se designa a sí misma con un nombre 
distinto al suyo verdadero, ya sea para ocultar su verdadera personalidad o darle realce en el 
ejercicio de una actividad especial está utilizando un seudónimo, que puede formarse con un 
nombre y apellido, con un prenombre exclusivamente o con una denominación de fantasía, e 
inclusive con un apellido solamente”; De Freitas de Gouveia, La autonomía…, p. 96, su carácter 
voluntario lo distingue del nombre civil. 

145	Véase: Borda, Guillermo, ob. cit., p. 190, lo más frecuente es que el seudónimo no se utilice para 
ocultar al autor sino para darle realce.

146	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 172, el seudónimo se suele utilizar para ocultar el nombre 
pero no la identidad (se habla así de nombre de arte, de guerra o nombres “reclame”): Si se oculta 
la identidad se habla de criptónimos o nombres máscaras.

147	Pliner, ob.cit., p. 83.
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y apellido o por nombre propio solamente pues no contiene necesariamente 
una diferenciación en dos partes.148

Los actos jurídicos suscritos con el seudónimo son perfectamente válidos 
dentro de la esfera de las actividades para el cual fue credo.149 Los que se ase-
mejan al nombre son los que pueden ser confundidos con el nombre civil por 
terceros de buena fe, en cuyo caso la doctrina acertadamente admite la validez 
de la contratación aunque haya excedido del ámbito para el cual fue creado150.

En cuanto a su adquisición, la doctrina discute si ésta se produce por la 
prioridad en el uso o más bien por la notoriedad. Algunos se pronuncian por 
la primera, esto es, la prioridad”151, mientras que otros por la notoriedad.152. 
Por su parte, Luces Gil acertadamente señala que todo dependerá del caso 
concreto153, posición que se presenta como la más prudente pues cada supues-
to podrá presentar características propias que harían injusta la imposición 
radical de un criterio154.

El seudónimo a diferencia del nombre civil se escoge voluntariamente, en 
forma unilateral,155 pues no es de orden público; de manera que los institutos 
no presentan la misma entidad156. Una referencia al seudónimo se aprecia en 
el artículo 7 de la Ley sobre Derecho de Autor157. Rogel Vide distingue también 
el “heterónimo” asociado a personas diversas que conviven en una misma158.

148	Luces Gil, ob. cit., p. 30.
149	Borda, Guillermo, ob. cit., p. 191.
150	Véase: Luces Gil, ob. cit., pp. 30 y 31; siempre que una disposición legal no requiera la utilización 

específica del nombre civil para la realización de determinados actos (matrimonio, por ejemplo), 
serán válidos los actos que la persona realice identificándose con el seudónimo; Marín Echeverría, 
ob. cit., p. 68. Siempre que una disposición legal no requiera la utilización específica del nombre 
civil para la realización de determinados actos (matrimonio, por ejemplo), serán válidos los 
actos que la persona realice identificándose con el seudónimo; Domínguez Guillén, Ensayos… pp. 
606 y 607. En tales casos hay que admitir que la celebración de ciertos negocios jurídicos con la 
utilización del seudónimo es válida. Pues mal podría la persona que ha utilizado el seudónimo 
aprovechando la buena fe del tercero, desconocer las obligaciones derivadas de su actuación.

151	Marín Echeverría, ob. cit., p. 67.
152	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 173; Hung Vaillant, Derecho…, p. 205; Zerpa, Derecho…, 

p. 79, mediante su uso prolongado llega a adquirir la importancia del nombre.
153	Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 32.
154	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 698 y 609.
155	Semon, ob. cit., p. 37.
156	Véase: TSJ/SConst, Sent. Nº 1020 del 11-08-00, “el seudónimo y el sobrenombre que, aún siendo 

signos distintivos de la persona, no tienen la misma entidad que el nombre civil como elemento 
de identidad, por lo que el derecho de tenerlos para cada ciudadano, aunque reconocido y prote-
gido por algunas leyes especiales, como lo hace en el caso del seudónimo la Ley sobre Derechos 
de Autor, no tienen rango constitucional”.

157	Que dispone que se presume, salvo prueba en contrario, que es autor de la obra la persona cuyo 
nombre aparece indicado como tal en la obra de la manera acostumbrada o, en su caso, la persona 
que es anunciada como autor en la comunicación de la misma. A los efectos de la disposición 
anterior se equipara a la indicación del nombre, el empleo de un seudónimo o de cualquier signo 
que no deje lugar a dudas sobre la identidad de la persona que se presenta como autor de la obra.

158	Rogel Vide, Estudios…, p. 83, indica que cabe hablar, también en honor a Fernando Pessoa, de 
heterónimos, Tal es el caso de Pessoa y entre otros, el caso de Fernando Reis, poeta inventado por 
el primero de nacionalidad brasileña que a decir magistral de Saramago, sobrevive a su creador 
un año cuando menos. Véase también: http://campusvirtual.unex.es/cala/epistemowikia/index.
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Del seudónimo se distingue también el sobrenombre, que es un término 
colocado a un individuo por los terceros. De la noción se evidencia, que el 
mismo presenta menor importancia jurídica que el seudónimo. El sobrenom-
bre difícilmente se confunde con el nombre civil a diferencia del seudónimo 
porque no presenta una estructura semejante. Se trata de una imposición 
popular que suele responder a cierta característica del sujeto y que de ser 
negativa generalmente será rechazada por éste159. Su importancia jurídica 
posiblemente se reduzca al ámbito de la identificación criminal160. El sobre-
nombre es denominado también “alias”, “apodo” o “mote”, aunque algunos 
pretendan establecer diferencias entre tales términos161.

php?title=Heter%C3%B3nimo. Heterónimo “es un nombre que es usado por varias personas a 
la vez, haciéndose pasar varias por una misma”.

159	Salvo que excepcionalmente sea aceptada por el sujeto y se convierta en una suerte de seudónimo 
que surgió por idea ajena y posteriormente fue aceptada por el interesado. Véase: Lastra Lastra, 
ob. cit., pp. 41 y 42.

160	Véase respecto a México: Soto Álvarez, ob. cit., p. 85; Magallón Ibarra, ob. cit., p. 53.
161	Véase: Mayorca, Juan Manuel: El Sobrenombre. Caracas, Italgráfica SRL, 1986, pp. 15-18, el autor 

indica que en su criterio el género es el sobrenombre y las especies son el seudónimo, el alías y 
el apodo. Refiere que el seudónimo lo escoge el sujeto y suprime al nombre completo; el alías 
también es escogido por el sujeto, pero no se produce una supresión del nombre original, sino 
por el contrario éste pareciera hacer una aclaratoria en el alías, haciendo referencia por lo gene-
ral a un lugar y utilizando por lo general un artículo, ej. Felix Vargas El Cumanés y Doménico 
Theotocopolis el Greco; El apodo, es colocado por otras personas y alude a cualidades o defectos 
físicos, es usual que suprima al nombre o al apellido, Luis González pasa a ser Zamuro Luis, El 
mocho Hernández y Mano de piedra Duran. No obstante que en la práctica, no se aprecian re-
glas precisas sobre el sobrenombre, pues amén de recibir distintas denominaciones se aprecian 
combinaciones que no encajan en forma exacta en la clasificación del autor. 


